
El Derecho a una decisión justa 
' 

como elemento esencial de un 
Proceso Justo* 

"[ ... ]el proceso debe servir para conseguir que la 
sentencia sea justa, o al menos para lograr que la 
sentencia sea menos injusta, o que la sentencia injus­
ta sea cada vez más rara" 

(PIERO CALAMANDREI "*) 

I. INTRODUCCIÓN: EL DERECHO 

FUNDAMENTAL A UN PROCESO JUSTO 

Si bien el reconocimiento de la calidad de derecho 

fundamental del debido proceso multiplica su tras­

cendencia y efectividad para garantizar mejor la vi­

gencia de la dignidad del ser humano, de los valores 

superiores, de los demás derechos fundamentales y 

del ordenamiento jurídico en su conjunto, se hace ne­

cesario rescatar aquella concepción que lo vincula a la 

satisfacción de un ideal de justicia si de verdad que­

remos contribuir -de una manera real y efectiva- a 

asegurar la supervivencia justa y pacífica de la comu­

nidad humana1. 

En efecto, de nada serviría reivindicar y reconocer al 

debido proceso tan elevada calidad si la concepción 
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que tenemos acerca de él lo reduce a un conjunto de 

derechos estáticos, que no toman en cuenta las peculia­

res cuestiones del caso concreto, se desentienden de la 

verdad jurídica objetiva y caen en una rigidez tal que 

resultan inútiles para la solución de un nuevo proble-
' ma jurídico o dan lugar a un formalismo irracional 

que impide o retarda la solución justa del conflicto2. 

Una deformación como esa podría encontrar asidero, 

si es que no lo ha encontrado ya, en aquella concep­

ción deformada del debido proceso, según la cual, no 

integra el contenido de este derecho la exigencia -es 

decir, la obligatoriedad- de que las decisiones que se 

emitan en un proceso o procedimiento sean objetiva 

y materialmente justas, pues únicamente lo 

circunscribe a un conjunto de derechos y formalida­

des. esenciales para que los actos procesales sean vá-

Apuntes tomados de: El derecho fundamental a un proceso ¡usto y el derecho a la prueba como parte esencial de su contenido. Tesis sustento· 
da por el autor, el 1 o de marzo de 2000 en la Pontificia Universidad Católica del Perú, para optar el título de abogado. 
CAlAMANDREI, Piero. Derecho Procesal Civil. Obra compilada y editada. Traducción y compilación de Enrique Figueroa Alfonso. México: 
Editorial Pedagógica Iberoamericana, 1996, p. 232. 
Recordemos que con la elevación del debido proceso a la categoría de derecha fundamental no sólo se reconoce que es un elemento esen· 
cial del ordenamiento jurídico político, sino que, además, cuenta con todas las características de este tipo de derechos -con las consecuencias 
se derivan de ello-, como su progresividad, su doble carácter, su mayor valor, así como su propia fuerza normativa de superior jerarquía. Ca· 
racterísticas que lo llevan a ser de aplicación obligatoria en todo proceso (interno o internacional) y en todo procedimiento (administrativo, ar· 
bitral, militar, político o particular). 

2 la búsqueda de la verdad jurídica objetiva significa, en primer lugar, que el proceso, y el procedimiento', deben estar encaminados a encontrar 
la verdad del caso concreto, o mejor, a dilucidar la existencia o inexistencia de las circunstancias de hecho que resultan relevantes o decisivos 
poro la justo solución de lo causo (la llamado quoestio locli). Pero como las hechos, en cuanto tienen trascendencia jurídica, son mentalmente 
concebidos en su s·,gnificoción jurídico, la búsqueda de la verdad jurídica objetiva exige, además, que la realidad de los hechos se entiendo desde 
la óptica de lo jurídico (la quoestio iuris). Por último, significo que la verdad así obtenida debe ser objetivo, es decir, que no se base en hechos 
o datos aparentes o inexistentes, sino en datos o hechos verificables, que se ajuste al contenido o naturaleza real de los mismos, y que no seo 
uno derivación de lo mera subjetividad del juzgador, sino uno derivación del derecho vigente, así como de los circunstancias comprobadas de 
la causa (más sobre la verdad jurídico objetivo puede encontrarse en: BERTOLINO, Pedro J. Lo verdad ¡urídico ob¡etivo. Buenos Aires Ediciones 
Depalma, 1990) 
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!idos y para que las decisiones que se emitan sean 

susceptibles de producir plenos efectos3. 

Estamos convencidos que de nada sirve garantizar la 

vigencia de los derechos y formalidades esenciales 

que integran el debido proceso, o lograr que efectiva­

mente se cumplan, si las decisiones que se emiten ori­

ginan una situación de injusticia intolerable que avi­

va la amen~za de retorno de la acción directa. Por ese 

motivo, si realmente queremos construir una sociedad 

justa y reconciliada debemos rescatar aquella concep­

ción que vincula al debido proceso con la satisfacción 

de un ideal de justicia, y garantizar -hasta donde sea 

humana y razonablemente posible- que el inicio, de­

sarrollo y conclusión de un proceso o procedimiento, 

así como las decisiones que en ellos se emitan, serán 

justas, no arbitrarias y conforme a los valores superio­

res del ordenamiento jurí-

dico político4. 

La experiencia concreta pone en evidencia la insatis­

facción generalizada por la situación actual del servi­

cio de justicia y la búsqueda de nuevas cosas que 

rompan con lo establecido: un proceso lento, enmohe­

cido, excesivamente formalista y escriturario, con un 

juez distante, que encuentra erosionada su indepen­

dencia e imparcialidad por las presiones que ejercen 

los detentadores del poder, y que no muestra su gran­

deza para evitar que las desigualdades sociales, cultu­

rales, económicas y políticas de las partes afecten el 

inicio, desarrollo y resultado justo del proceso. 

Se hace necesario abandonar la concepción defor­

mada del debido proceso y rescatar sus parámetros 

originales para hacer efectivo el derecho fundamen­

tal a un proceso justo. De este modo contribuiremos 

con mayor eficacia al logro de una sociedad libre, so-

lidaria y jt1sta. 

Efectivamente, vivimos 

horas en las que la "con­

cepción actual" -entién­

dase: deformada- del de­

bido proceso (aquella que 

"La experiencia concreta pone en Tales parámetros corres­

ponden a la concepción 

estadounidense que vin­

cula al debido proceso 

con la satisfacción del va-

evidencia la iusatisfacción 

generalizada por la situación actual 

del servicio de justicia" 

lo desvincula de la satis-

facción del valor justicia) encerrada dentro de las 

fronteras exclusivamente formales y garantistas de la 

técnica procesal tradicional, se muestra insuficiente 

para asegurar una efectiva prestación de justicia. Por 

ello, es necesario repensado, rescatar sus parámetros 

originales y transformarlo funcionalmente, con el pro­

pósito de acceder real y efectivamente a la justicia, 

contribuyendo así, a que el retorno del ejercicio ilegí­

timo de la acción directa deje de ser una amenaza y se 

convierta en una quimera. 

lor justicia, en contraposi­

ción a aquella concepción 

deformada de un grueso sector de la doctrina y juris-

prudencia, tanto nacional como extranjera, que lo re­

duce a un simple conjunto de derechos y formalida­

des esenciales para la validez y eficacia de los actos 

procesales, sin una conexión real o material con el 

valor justicia. 

En efecto, el desarrollo que el debido proceso ha al­

canzado en el derecho estadounidense ha dado lugar 

a que cuente con dos manifestacion~s íntimamente 

3 Así por ejemplo, CAROCCA PÉREZ, en uno posición que no comporrimos, señala lo siguiente: 'Hacemos notar que la "justicia" o rectitud como 
criterio para apreciar si se ha verificado un debido proceso o un proceso con todas las garantías, no tiene nada que ver con la calificación 
de, "justa" o "injusta" que se puede otorgar a la sentencia que en el mismo proceso se dicte, pues estamos de acuerdo [afirma citando a RNJ\OS 
MENDEZ] en que "no pueden establecerse criterios objetivos para señalar la injusticia de la resolución: la justicia o, la injusticia de la senten· 
cia existen solamente en las valoraciones subjetivas, y son, en cuanto tales, absolutamente irrelevantes".' (CAROCCA PEREZ, Alex. Garantía cons­
titucional de la defensa procesal. Barcelona: José María Bosch Editor, 1998, p. 172 y 173). 

4 La doctrina na es unánime en el usa de las categorías proceso y procedimiento. Hay quienes encuentran diferencia entre ellas, quienes les dan 
una acepción distinta, y quienes usan indistintamente ambos conceptos sin plantearse el tema de su diferencia. Para nosotros sólo en un proce­
so se ejerce función jurisdiccional, por ello sólo tiene tal categoría el proceso judicial y el jurisdiccional intemacional. Allí donde no se ejerza 
jurisdicción no habrá proceso, sino simple procedimiento (de carácter administrativo, militar, arbitral, político o particular, siendo un ejemplo del 
penúltimo el llamado antejuicio político). 

--------·-··----------·--------- ---· _____ , _____________ , _____ -- --- -------
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relacionadas: la procesal (procedural due process) y 

la sustancial (substantive due process). Ellas consa­

gran el convencimiento de que las normas jurídicas 

-procesales y materiales- deben ser aplicadas con 

justicia y que, virtualmente, una sentencia injusta 

agravia tanto como un proceso formalmente irregu­

lar. Tal desarrollo ha producido también que en el 

derecho estadounidense se reconozca la existencia 

de un derecho a la justicia como expectativa de una 

sentencia razonablemente justa. Se dice que si la li­

bertad sólo puede ser afectada siguiendo un debido 

proceso, y si dentro del concepto de libertad se 

enmarca la imposibilidad de ser afectado por senten­

cias arbitrarias o injustas, entonces, de no aceptarse 

que el debido proceso incorpora el derecho a una 

sentencia razonablemente justa, se llegaría al absur­

do de concluir que sólo puede darse una sentencia 

de tal calibre luego de observarse el debido proceso, 

lo cual, siendo una contradicción en sus términos, no 

puede verificarse en la realidad pues no puede haber 

debido proceso allí donde se emita una sentencia ar­

bitraria o injusta5. 

Por tal motivo, consideramos que el derecho funda­

mental a un proceso justo -o, si se prefiere, a un de-

bido proceso- se presenta como el derecho a la jus­

ticia a través de un proceso o procedimiento, lo cual 

no significa que se trate de dos derechos fundamenta­

les diferentes, sino del rescate de la concepción origi­

nal de un mismo derecho. Con esta concepción -la 

del proceso justo- buscamos rescatar el sentido huma­

no y social del proceso, acercándolo más a la realidad 

donde se desarrolla y anteponiendo a los conceptos, 

formalidades y categorías, su papel de instrumento al 

servicio del hombre para garantizar la plena vigencia 

de la dignidad del ser humano, de la justicia, de los 

demás valores superiores, de los derechos fundamen­

tales y del ordenamiento jurídico político en su con­

junto; es decir, para contribuir más eficazmente a 

afianzar la paz social ea justicia. 

No se trata de un simple cambio de nombre, sino del 

retorno a una concepción superior6 que apela a la 

conciencia del hombre, a una justicia fundada sobre la 

dignidad del ser humano, la naturaleza, la verdad y 

la razón, y no a una simple exigencia de legalidad 

que no agota -si es que no cercena o reduce- el con­

tenido de este derecho. En otras palabras, se trata de 

una concepción que busca acentuar la presencia del 

valor justicia en el debido proceso7. 

5 Sobre lo doble faceta del debida proceso en los Estados Unidos de América puede consultarse: BURDICK, Charles K., The law of American 
Conslitution. New York, 1922, sétima impresión. También: DE BERNARDIS, Luis M. La garantía procesal del debido proceso. lima: Cultural Cuzco 
S.A., 1995, p. 233·300; LINARES, Juan F. Razonabilidad de las leyes. Segunda edición actualizada, primera reimpresión. Buenos Aires: Edi· 
torial Astrea, 1989; y WITT, Elder. La Suprema Corte de justicia y los derechos individuales. Traducción de Ana Isabel Stelino. México D.F.: 
Ediciones Gernika S.A., 1995. 

6 Por concepción superior no queremos decir que se trata de una noción recientemente lograda o postulada, sino de una concepción que, en con­
traposición a la comprensión deformada de cierto sector de la doctrina y jurisprudencia, se presenta como más valiosa o notable. 

7 En un interesante estudio sobre el reconocimiento positivo del derecho a un proceso justo en los instrumentos internacionales sobre derechos hu­
manos (que nos permitimos reproducir íntegramente). O'DONNEll sostiene lo siguiente: "En su artículo 1 O, la Declaración Universal consagra 
el derecho de toda persona "a ser oída públicamente y con justicia". El Pacto lntemacianal reconoce, en el inciso 1) del artículo 14, el dere­
cho de toda persona "a ser oída públicamente y con las debidas garantías". El artículo 8(1) de la Convención Americana, por su parte, es­
tablece que toda persona debe "ser oída con las debidas garantías". Este derecho no figura expresamente en la Declaración Americana. 
Debe señalarse que existe una aparente diferencia entre la versión española y las versiones inglesa y frclncesa del Pacto, que tiene implicancias 
en la interpretación de la Declaración Americana y de la Convención Americana. Mientras que la versión española del artículo 14(1) del Pac­
to emplea las palabras "con debidas garantías" en lugar de la expresión "con justicia", que aparece en lo versión española de la Declaración 
Universal, las versiones inglesa y francesa del Pacto emplean esta última fomnulación de la Declaración Universal, es decir, no sólo el derecho 
consagrado por el arlículo lO de la Declaración, es decir, no sólo el derecho a un proceso regular, sino a un proceso ¡usto. Esta última inter­
pretación ha sido confirmada por la doctrina del Comité de Derechos Humanos, como veremos enseguida. 
Es menester destacar que el derecho a un proceso justo, consagrado por los artículos 14( 1) del Pacto y 8( 1) de la Convención Americana, no 
se limita a procesos penales, sino que se extiende a los procesos que tienden a la "determinación de derechos u obligaciones de carácter ci­
vil" según el Pacto, o, "de carácter civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter', a tenor de la cláusula correspondiente de la Convención 
Americana." __ 
"El Comité de Derechos Humanos hizo un importante comentario al derecho a un proceso justo, que reza: "En la segunda frase del párrafo 1 
del artículo 14, se dispone que toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías. En el párrafo 3 se detallan 
esas garantías en relación a los procesos penales. Ahora bien, las exigencias formuladas en el párrafo 3 son requisitos mínimos, cuya obse~ 
vancia no es siempre suficiente para asegurar un proceso que llene los requisitos previstos en el párrafo 1 ". 
El comentario citado confirma la interpretación antes mencionada, en el sentido de que la garantía genérica a un de~echo "con las debidas 
garantías", plasmada en el artículo 14( 1) del pacto y en el artículo 1 O de la Declaración Universal, es más amplia que la suma de las garan­
tías específicas enumeradas en el artículo 14(3) de aquel instrumento. En otras palabras, e/ individuo no sólo tiene derecho a ser ¡uzgado con 
el debido respeto a todas /as garantías procesales reconocidas por la normativo internacional, sino a ser juzgado "con justicia", a tenor de la 
Declaración Universal." (O'DONNELL, Daniel. Protección internacional de los derechos humanos. lima: Comisión Andina de juristas & Funda­
ción Friedrich Naumann, 1988, p. 164-165. El resaltado es nuestro). 

lf DERECHú&soCIEDAD------~ ~----- ----- --~------·-------------~----~---------------



Por ese motivo, más allá de que la locución proceso 

justo contiene una precisión lingüística que refleja su 

real contenido, no tendríamos mayor inconveniente 

en seguir denominándolo debido proceso o, si se pre­

fiere, en llamarlo debido proceso justo, si se pone de 

manifiesto la exigencia -es decir, la obligatoriedad­

de que el inicio, desarrollo y conclusión de un proce­

so o procedimiento, así como las decisiones que en 

ellos se emitan sean objetiva y materialmente justas. 

11. EL DERECHO A UNA DECISIÓN OBJETIVA Y 

MATERIALMENTE JUSTA COMO ELEMENTO 

ESENCIAL DE UN PROCESO JUSTO 

Uno de los imperativos que en sede procesal configu­

ra el derecho fundamental a un proceso justo consis­

te en la exigencia --es decir, la obligatoriedad- de que 

las decisiones que se emitan en cualquier proceso o 

procedimiento sean objetiva y materialmente justas, 

pues la tarea judicial --en el sentido más amplio del 

término- no puede consistir en una elaboración auto­

mática de silogismos, sino en una selección valorativa 

que tienda a realizar la justicia en la decisión del caso. 

Esto significa que todas las decisiones del juzgador 

(trátese de un órgano jurisdiccional o·de un órgano 

administrativo, arbitral, particular, político o militar, 

encargado de resolver o prevenir conflictos, levantar 

incertidumbres jurídicas, imponer sanciones o atender 

las solicitudes no contenciosas) tienen que ser objeti­

va y materialmente justas sin importar la etapa del 

proceso o del procedimiento en las que hayan sido 

emitidas (por ejemplo, sin importar que se trate de un 

decreto, de un auto, o de una sentencia). 

Esto es así porque de nada serviría que se garantice 

el acceso a un proceso -o a un procedimiento- y 

que su tramitación no sea formalmente irregular, si 

no se garantiza también -hasta donde sea humana y 

razonablemente posible- que las decisiones que se 

emitan serán materialmente justas, no arbitrarias y 

conforme con los demás valores superiores del orde­

namiento jurídico8. 

Dicho en otras palabras, de nada serviría contar con 

un sistema de normas justas si éstas no tienen una 

aplicación concreta en la convivencia social, es decir, 

si no tienen una vigencia real o efectiva en la socie­

dad, siendo el proceso y el procedimiento, así como 

las decisiones que se emitan dentro qe ellos, los me­

jores mecanismos para lograrlo. Igualmente, de nada 

serviría predicar el acceso a la justicia si frente a las 

normas injustas que concurren a la solución de un 

caso, el juzgador no las interpreta adecuadamente 

para reconducidas a la justicia del caso concreto, o, de 

ser necesario, no las inaplica (o no realiza los actos 

necesarios para su inaplicación, según corresponda9) 

cuando resulten intrínseca y notoriamente injustas, 

pues las decisiones que se emitan en cualquier proce­

so o procedimiento no sólo tienen que ser respetuosas 

de la justicia (y con ella de los demás valores superio­

res, de los derechos fundamentales y de los otros bie­

nes jurídicos constitucionalmente protegidos), sino, 

también asegurar su vigencia real o efectiva en la so­

ciedad. 

En ese sentido, la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación argentina, en un caso que v,ersaba sobre la 

autorización para que una hermana menor de 18 años 

donara un órgano con destino a ser transplantado a 

un hermano en inminente peligro de muerte, señaló: 

"Que las excepcionales particularidades de esta cau­

sa [ ... ]comprometen al tribunal, en su específica mi­

sión de velar por la vigencia real y efectiva de los 

principios constitucionales, a ponderar cuidadosa-

8 "[ ... ]los fines del derecho no consisten sólo en lo poz social. El derecho procura el acceso efectivo a los valores jurídicos. Además de la paz 
son valores esenciales, en la actual conciencia jurídica del mundo occidental, la justicia, la seguridad, el oden, cierto tipo de libertad huma· 
na. la paz injusta no es un fin del derecho; como no lo es la justicia sin seguridad; ni lo es un orden sin libertad. 
la tutela jurídica, en cuanto efectividad del goce de los derechos, supone lo vigencia de todos los valores jurídicos armoniosamente combina­
dos entre si" (COUTURE, Eduardo J. Fundamentos del derecho procesal civil. Tercera edición, duodécimo reimpresión. Buenos Aires: Ediciones 
Depalma, 1985, p. 480) 

9 Por ejemplo, iniciar un incidente o cuestión de inconstitucionalidod cuando el contol de constitucionalidad normativa está concentrada en un 
órgano determinado (verbigracia, en un Tribunal Constitucional). 
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mente aquellas circunstancias a fin de evitar que la 

aplicación mecánica e indiscriminada de la norma 

conduzca a vulnerar derechos fundamentales de la 

persona y a prescindir de la preocupación por arribar 

a una decisión objetivamente justa, en el caso concre­

to, lo cual iría en desmedro del propósito de 'afianzar 

la justicia' enunciado en el preámbulo de la Constitu­

ción Nacional, propósito liminar y de por sí operati­

vo, que no sólo se refiere al Poder Judicial sino a la 

salvaguardia del valor 'justicia' en los conflictos jurídi­

cos concretos que se plantean en el seno de la comu­

nidad. La misión judicial, ha dicho esta Corte, no se 

agota con la remisión a la letra de la ley, toda vez que 

los jueces, en cuanto servidores del derecho y para la 

realización de la justicia, no pueden prescindir de la 

'ratio legis'y del espíritu de la norma; ello así por 

considerar que la admisión de soluciones notoriamen­

te disvaliosas no resulta compatible con el fin común 

tanto de la tarea legislati-

un razonamiento correcto y estén libres de ser una 

simple consecuencia de la mera voluntad del juzga­

dor, pues su contenido debe ser también justo. 

A continuación nos ocuparemos de cada una de estas 

consecuencias, dejando establecido que deben operar 

juntas para que la decisión sea justa. 

2.1. La prohibición de la arbitrariedad y del 
f 

absurdo en las decisiones 

La exigencia de la objetividad en las decisiones, o que 

las decisiones sean objetivamente justas, implica, en 

primer lugar, que no pueden ser arbitrarias, es decir, 

que no pueden ser un simple producto de la mera vo­

luntad del juzgador, sino una derivación razonada del 

derecho vigente en relación con las circunstancias 

comprobadas del caso materia del proceso o del pro-

cedimiento11. Esto signifi-

va como de la judicial 

[ ... ]"10. 
"La opcióu por determinado resultado 

que el juzgador co11side1·e justo no 

ca, además, que la opción 

por determinado resulta­

do que el juzgador consi­

dere justo no puede ser 

una simple consecuencia 

de su subjetividad o de su 

Por todo lo expuesto, 

consideramos que el de­

recho a que las decisio­

puede ser una simple consecuencia de 

su subjetividad" 

nes que se emitan en un proceso o procedimiento 

sean objetiva y materialmente injustas tiene dos con­

secuencias que se encuentran entrelazadas entre sí: 

en primer lugar, la prohibición de que tales decisio~ 

nes sean absurdas y arbitrarias (aspecto objetivo); y, 

en segundo lugar, la exigencia de que su contenido 

sea justo (aspecto material de la decisión). Con esto 

no queremos decir que una decisión puede ser for­

malmente justa aunque materialmente no lo sea, 

pues lo injusto es injusto sin importar que la injus­

ticia de la decisión recaiga en sus aspectos formales 

o materiales, sino que no basta con que respondan a 

particular apreciación de la vida, sino que debe ser 

una derivación razonada de la realidad social donde 
f 

se produce o se quiere evitar el conflicto, de los valo-

res, principios, derechos y demás normas jurídicas 

que concurren a la solución del caso concreto, así 

como de las circunstancias comprobadas de la causa, 

pero, sobre todo, de la justicia que la sociedad preten­

de realizar para ser una sociedad mejor12. 

Sin embargo, esta prohibición de arbitrariedad no ex­

cluye la posibilidad de que el juez pueda crear dere­

cho a través de sus decisiones (es decir, la creación 

JO Sentencia del 6 de noviembre de 1980, publicada en: BIDART CAMPOS, German, J La Corte Suprema (El Tribunal de las Garantías Consti· 
tucionales). Buenos Aires: Ediar, 1984, p. 59. 

11 Entendiendo por derecho vigente no sólo el derecho positivo vigente, sino el conjunto de valores, normas y realidades que se dan en un me· 
dio determinado, lo cual incluye, por supuesto, la costumbre, la jurisprudencia, y, en general, el derecho no escrito. 

12 "Partiendo del concepto tridimensional del ordenamiento se verifica que el factor de mayor peligro en la emisión de una sentencia reside en 
decisiones puramente arbitrarias, o sea, aquellas en que el juzgador deja de tomar en cuenta los reglamentos del derecho vigente e intrínse­
camente válido y hasta del mismo derecho eficaz, para basarse únicamente en sus propias convicciones que, en este casa, por estar disocia­
das del derecho intrínsecamente válido, conducirá ineludiblemente a una injusticia." (BELLINETII, Luis E Sentenc;;a civil-Perspectivas conceituais 
na ordenamento jurídico brasileiro-. Coleyoo Estudos de Direito de Processo. Vol. 29. Sao Paulo: Editora Revista dos tribunais, 1994, p. 126. 
Traducción personal sin responsabilidad del autor). 
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jurisprudencia! del derecho), o que deba prescindir de 

la equidad o de la justicia del caso concreto, mucho 

menos que el juez esté impedido de adaptar el dere­

cho a los cambios sociales o de fomentar tales cam­

bios a través del derecho. Nada de eso. Lo que busca 

es que las decisiones que se emitan en un proceso o 

procedimiento sean adecuadamente motivadas y que 

no sean una derivación de la mera subjetividad del 

juzgador, sino una derivación razonada de los valo­

res, normas y circunstancias en torno al cual se desa­

rrolla el caso concreto, así como de las circunstancias 

comprobadas de la causa13. 

Por otro lado, la exigencia de la objetividad en las 

decisiones o que las decisiones sean objetivamente 

justas implica, en segundo lugar (como un imperati­

vo unido al anterior), que no sean absurdas; es decir, 

que no sean el producto de un razonamiento viciado 

o de una mala apreciación de los hechos o del mate­

rial probatorio, de tal suerte que lleven a conclusiones 

desacertadas, intolerables o contradictorias, al no en­

cajar dentro del campo de lo opinable, sino dentro de 

lo ilógico, lo irreal o lo irracional, pues una decisión 

absurda no sólo resulta descalificable como acto pro­

cesal, sino que además afecta la justicia del caso con­

creto (sea porque el resultado es injusto o porque el 

derecho a una resolución adecuadamente motivada y 

fundada de las partes resultó afectado) 14. 

En ese sentido, se dice que se incurre en absurdo for­

mal cuando el juzgador, teniendo una adecuada per­

cepción de los hechos y del materia probatorio, llega a 

conclusiones ilógicas o contradictorias porque su razo­

namiento violó las reglas de la lógica o de la experien­

cia. En cambio, se dice que se incurre en absurdo ma­

terial cuando el juzgador llega a condusiones erradas, 

ilógicas o irreales por no haber apreciado o percibido 

adecuadamente los hechos o el material probatorio, o 

por haberles dado una significación distinta al que ra­

zonablemente les correspondía, independientemente de 

que su razonamiento haya sido formalmente correcto15. 

En cualquiera de los casos será la motivación o 

fundamentación de la resolución la que nos permiti­

rá advertir si la decisión es absurda o arbitraria, pues 

sólo a través de ella podremos conocer si la decisión 

es una derivación de la mera voluntad del juzgador y 

si el íter de su pensamiento es conforme con las reglas 

de la lógica y de la experiencia. Para facilitar dicho 

examen y no ser descalificada, la motivación de una 

decisión deberá ser adecuada y respetuosa de los 

principios lógicos, a fin de ser utilizada como meca­

nismo idóneo para justificar cómo y por qué se optó 

por dicha decisión entre las distintas' soluciones que 

hubieran sido aplicables al caso16. 

Como resulta evidente, la exigencia de que las deci-

13 En ese sentido. SAGÜÉS, refiriéndose o lo sentencio arbitrario por sub¡etívísmo ¡udícíol. ha señalado que: "Como principio, resulto legítimo sostener 
que el ¡uez debe seguir, en oros del valor seguridad, uno doctrino interpretativo practicado y consentido por uno sociedad. Esto importo admi­
tir lo vigencia del derecho consuetudinario for¡odo por los tribunales. especialistas y operadores del sistema político. Uno interpretación extra­
ño, inusitado o inusual implico un factor de perturbación en lo funcionalidad del régimen ¡urídíco, y por ello <esulto prima !ocie disvolíoso. 
Pero es mdíspensoble formular algunos variantes de corrección o lo dicho. Sí lo doctrino "pacíficamente aceptado" es ilegítimo, yo seo poque 
hoyo stdo inicialmente producto de uno "ceguera oxiológico" de lo comunidad; o POR:1Ue se deslegitimó después, al cambiar los realidades 
económicos y sociales, o al variar los pautas sobre ¡usticío, solídorídod, igualdad o cooperación, etc., es obligado promover su sustitución y 
reemplazarlo. Poro ello. forzosamente. deberán dictarse sentencias evasivos de la "interpretación ob¡etivo" hasta entonces imperante. aunque 
no inspirados en un sub¡etívísmo caprichoso o errático, sino orientados o dor nuevos y razonables respuestos interpretativos al también nuevo 
contexto fáctico o volorotivo. 
Otro módulo de corrección es lo actuación del valor equidad, que en ciertos cosos, bien que no cotidianos, puede exigir uno dosis necesario 
de individualidad en lo solución que dé el ¡uzgodm " (SAGUES, Néstor P. "Sentencio arbitrario por sub¡etividod ¡udiciol". En: /us el veritos. Año 
V, No. 1 O Limo: Revisto editado por estudiantes de Derecho de lo Pontificio Universidad Católico del Perú, p. 206). 

i4 "El absurdo se radico en lo construcción ilógico del raciocinio -hilo conductor del pensamiento- cuyos vicios o follas desembocan en un resul­
tado sentencíol desacertado, insostenible como obro ¡udiciol válido." (MORELLO, Augusto M. la casación -Un modelo intermedio eficiente-. 
Buenos Aires: Librería Editora Platense- Abeledo-Perrot, 1993, p. 355). 

15 Vid: MORELLO, Augusto M. /bid, p. 334-336; y HITIERS, Juan C. Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación. Segundo reimpresión 
o lo primero edición. Lo Plato: Librería Editora Platense, 1994, p. 348. 

16 De esto manero, lo motivación aparece como uno de los garantías más útiles poro evitar lo arbitrariedad o el absurdo en el que puede incu­
rrir el iuzgodor. Por ello, en armonía con los principios que rigen lo nulidad procesal, debe declararse lo nulidad de aquellos <esoluciones que 
contengan motivaciones aparentes o defectuosos, siempre que causen un agravio efectivo y que dicho vicio no seo susceptible de ser convalidado 
o subsanado. 
Uno motivación es aparente cuando no presento todos los elementos fácticos y ¡urídicos que ¡ustificoríon el follo razonablemente o que -de es­
tor presentes- permitirían verificar lo razonabilidad de lo decisión (por e¡emplo, cuando presento fundomentociones genéricos o tmplícitos); en 
cambio, uno motivación es defectuoso cuando resulto contrario o principios lógicos (como el de identidad, no controdic~ión, tercero excluido 
y de rozón suficiente). 
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siones sean objetivamente justas importa una prohibi­

ción del absurdo y de la arbitrariedad que busca ase­

gurar, en todo proceso o procedimiento, la vigencia 

real y efectiva de los valores, derechos y demás nor­

mas que integran el ordenamiento jurídico político, en 

armonía con la realidad social en la que se desarrolla 

y con las circunstancias comprobadas de la causa. Por 

lo tanto, una decisión que no sea objetivamente justa 

no sólo contraviene el derecho fundamental a un pro­

ceso justo, sino que, además, afecta el resto del orde­

namiento jurídico político, resultando, por tanto, 

disvaliosa o inconstitucional 17. 

2.2. La exigencia de que las decisiones tengan un 

contenido justo 

La exigencia de que las decisiones sean materialmente 

justas significa que no basta con que hayan sido emi­

tidas en un proceso o procedimiento regular, es decir, 

respetándose todas las garantías en su tramitación y 

expedición, o que no sean una derivación de la sim­

ple voluntad del juzgador o producto de un razona­

miento incorrecto o defectuoso, sino que es necesario 

que su contenido sea justo para que el proceso, y el 

procedimiento, sean mecanismos que coadyuven a 

asegurar -de una manera real y efectiva- la supervi­

vencia justa y pacífica de la comunidad humana. Por 

ello, consideramos que todas las decisiones que se 

emitan en un proceso o procedimiento deben cumplir 

con los siguientes requisitos: 

En primer lugar, deben ser conformes -por lo me­

nos- con un mínimo de justicia material consisten­

te en el respeto de la dignidad del ser humano, los 

valores superiores, los derechos fundamentales y los 

demás bienes jurídicos constitucionalmente protegi­

dos, así como servir de mecanismo para coadyuvar al 

aseguramiento de su vigencia equilibrada y efectiva. 

En efecto, la superior fuerza normativa de estos ele­

mentos esenciales del ordenamiento no sólo debe im­

portar que su eficacia alcance el inicio, desarrollo y 

conclusión de un proceso o de un procedimiento, sino 

también las decisiones que en ellos se emitan, pues de 

lo contrario tendríamos que llegar al absurdo de afir­

mar que pese a ser la base de todo el ordenamiento 

jurídico político el juzgador no se encuentra vincula­

do a ellos a la hora de tomar sus decisiones, contradi­

ciendo así su naturaleza y su superior fuerza norma­

tiva18. 

Como consecuencia de ello, las decisiones que se 

emitan en cualquier proceso o procedimiento, que 

tengan aspiración de eiicacia o de validez, no deben 

ser violatorias de este conjunto de valores, bienes y 

derechos, sino que, por el contrario, deben ser el 

vehículo a través del cual el juzgador vigile la 

constitucionalidad normativa garantizando su mayor 

valor y la posición que ocupan en el ordenamiento 

jurídico, así como el respeto a su contenido y a su vi­

gencia equilibrada y efectiva en el seno de la sociedad 

donde se desarrollan. Por ello, no sorprende que la 

17 "Ratificamos la aseveración de que la sentenc1a a1bitraria es uno sentencia anticonsf,funonol" Por esP motivo'"[ J lo descalificación de las sen­
tencias arbitrarias debe ser v1sta como una porte más del s1slerna de cont1ol de const1!ucionoLdad. o sea. CCJfTIO el mecanismo de preservación 
constitucional a utilizar en los casos en que la violación de !a superlegolidod de un acto del ¡uez" (V<'INOSSI, Jorge R. "La senten· 
cia arbitrar1a: un acto de lesión constitucional -La arbilroriedad cnrno trr J~"rnos de Cosación v Recursos Extraordina-
rios. En honor al Dr Augusto M. Morello Lo Plato l1brería Ed11oro Platense S R l 1982, p. 207) ' 

18 En ese sentido lo Corte ConstitUCional de Coiornb1o ha estoblec1do que "los cntel1cs de rnutenol extraidos de la Constitución, llama-
dos a gobernar el proceso y su resoluc1ón -o seo. los rncrr,ec,tos de tramitación d" lns de• I'JSt1cio y de cJP.cisión de las contoversios-
están destinados o ganar paro lo ¡usticio material un mayor espacio el ocatorn1ento de indicados poutns de 1usticia hará que las sentencias 
que hagan tránsito o coso ¡uzgado tengan un mayor contenido rntrínsecc eJe 
Aparte de las cnterios constitucionales aplicables a lo tramitación y dec1sión de p1to.-es•1s, •:uyo hnoldod es incorpuror a la sentencia el máximo 
contenido de ¡ustiCio. la Constitución deterrn1no un ámbilo qtJe ei rn/¡:nn·:> dt.? ¡ustrno motenol que ello ciebe contener y que en nin-
gún caso puede sacrificarse en aras de lo sec~ur~dad ¡11rídica. ese merecedor dP tan especial protección corresponde a los derechos fun-
damentales cuya efectividad se elevo a fin esencial del estado y o rozón de ser de sus outo11dades [ .. ] 
Los derechos fundamentales previstos en lo Constitución abarcan igualmente los rnurnentos de trámite de los prc,cesos -garantía del debido pro­
ceso- asi como de decisión de la controversia que deben enderezarse hacia la efect1v1dad de los misr¡;os.·: (Considerando No. 66 de la sen­
tencia emitida en el proceso de t11telo No. T-06/92 del 12 de mayo de 1992 Sentencio publ1corln ~n LOMISIÜI" ANDINA DE JURIS"VIS. 
Derechos fundamentales e mterpretac1ón consf¡fucionol -Ensayos Ser~e· lecturos sobre Ternas Constitucionales No. 13. Lima: 
Comisión Andina de Juristas, 1997, p. 475. Se trata de uno sentencia emit1do "" "" pvceso constiluCiunnl de tutelo, rned1ante la cual la Corte 
Constitucional de Colombia determino que lo demanda de tutelo interponer:,e tombi~n contra sentencios y dernós povidencias que pongan 
fin a un proceso, cuando o través de los rni:::,mos .se VIJ!i"1eten o nrnellucen por acción u ornrsrón cuolquier cierPrho constitucronol fundamental. 
Señalando además que lo demanda de tutelo no represento frente o ins resoectivrls procesn-s instancio nr re,~ursn alguno). 
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Corte Constitucional de Colombia haya determinado 

que: 

"La sentencia que se produzca con violación o desco­

nocimiento de los derechos fundamentales -tanto de 

orden sustantivo como procesal-, por no incorporar el 

mínimo de justicia material exigido por el ordenamiento 

constitucional, no puede pretender hacer tránsito a 

cosa juzgada. Sólo la cosa juzgada que incorpore por 

lo menos ese mínimo de justicia puede aspirar a con­

servar su carácter."19. 

En segundo lugar, y en armonía con lo anteriormen­

te expuesto, las decisiones que se emitan en cualquier 

proceso o procedimiento deben ser conformes con la 

equidad, es decir, conformes con la justicia del caso 

concreto que manda realizar las exigencias del bien 

común en una circunstancia determinada, aún por 

encima de la norma positiva o del texto legal que es­

tablezca una solución distinta, pero injusta, para el 

caso concreto a decidir20. En otras palabras, la exigen­

cia de que las decisiones sean materialmente justas 

no significa que tengan que ser justas según la ley, 

sino conformes con una justicia superior, fundada 

en la dignidad del ser humano, la naturaleza, la ver­

dad y la razón, que trasciende el ordenamiento posi-

19 /bid .. p. 475. , 

tivo (pues lo dirige, inspira, legitimé\ y 1 o controla a 

tal punto que cuando cualquiera de sus manifestacio­

nes quebranta la justicia ellas deben ser invalidadas, 

inaplicadas, sancionadas o revocadas) y encuentra 

expresión concreta en las ideas de justicia que la so­

ciedad pretende realizar para ser una sociedad mejor. 

Por ello consideramos que el valor justicia exige que 

las normas jurídicas deben ser interpretadas razona­

blemente teniendo como fin la justicia del caso con­

creto; pero, al mismo tiempo, exige que cuando di­

chas normas sean intrínseca y notoriamente injustas 

sean invalidadas o inaplicadas para asegurar la solu­

ción justa del caso. Una norma es injusta si no es ra­

zonable, equitativa y respetuosa de los valores supe­

riores, de los derechos fundamentales y de los demás 

bienes jurídicos constitucionalmente protegidos; por 

lo tanto, frente a las normas injustas que concurren a 

la solución de un caso el juzgador delf'e interpretarlas 

adecuadamente a fin de reconducidas a la justicia del 

caso concreto, o, de ser necesario, inaplicadas directa­

mente o realizar los actos necesarios para su 

inaplicación -según corresponda- si resultan intrínse­

ca y notoriamente injustas21 . En ese sentido la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación argentina ha seña­

lado que: 

En un sentido contrario se pronuncio RODRIGUEZ ROSSI poro quien: ''[. .. ] poco tiene que ver lo coso juzgada con el valor justicia, suerre de 
virtud que inclina o dar a cada uno lo que le pertenece: suum cuique tribuere, y entronco con el concepto de equidad. 
El concepto de equidad [señala el autor] es, en terreno jurídico, peligroso y aún inadmisible. Recordemos que equidad puede entenderse como 
justicia natural por oposición o la letra de lo ley positivo, o bien p10pensión a dejarse guiar, o, follar, por el sentimiento del deber o de lo con­
ciencio más bien que por los prescripciones rigurosos de lo ley; suerte de forum coelí." (RODRIGUEZ ROSSI, Ernesto. Cosa ¡uzgada -civil, pe­
nal, administrativa-. Buenos Aires: EDIAR, 197 4, p. 27-28). 
Sin embargo, sorprende que más adelante el mismo autor , citando al Monseñor Antonio José Plaza, reconozca que la paz es ante todo obra 
de justicia y que: "Ella supone y exige lo instauración de un orden justo en el que los hombres puedan realizarse plenamente, en donde su dig­
nidad seo respetado, sus legítimas aspiraciones satisfechas, su acceso a la verdad reconocido, su libertad personal garantizada [ ... ]", poro 
concluir que: "Así dejamos sentada nuestro opinión, no ya de letrado sino de hombre [como si ambas realidades fueron escindibles]. en cuan­
to a la aspiración de que siempre lo cosa juzgado consagre un orden justo y que llegue, por bien de la humanic;Jad, y en preservación de lo 
paz como sentido y destino integral, a coincidir alguna vez en el tiempo con verdad, ¡ustícia y equidad" (RODRIGUEZ ROSSI, Ernesto. !bid., 
p. 28·29) 

20 En ese sentido, el artículo 230 de lo Constitución colombiano de 1991 establece que: "La equidad, la jurispn.Jdj"ncia, los principios generales 
del derecho y lo doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial.". En sentido contrario se muestro RODRIGUEZ ROSSI (Vid supra, nota 
anterior). 

21 Cabe mencionar que GARCÍA BELAUNDE ho proporcionado una serie de criterios orientadores de la interpretación con¡tifucionol que vale la 
pena enunciar: 
"i) En la interpretación debe primar lo presunción de constitucionalidad. Esto significo que la constitucionalidad sólo debe ser planteado en co­
sos muy serios y abordado con la máxima de las cautelas, porque ello puede dejar de lado a parte del ordenamiento jurídico y crear inesta­
bilidad en el sistema. [ ... ]. Si existe duda razonable en tomo o la constitucionalidad, entonces debe operar uno presunción a favor de ésta. Tan 
sólo cuando la inconstitucionalídad sea notorio y palpable y de alcances graves para el ordenamiento jurídico, habrá que optar por ello. 
ii) En coso de que surjan dudas al inferior del texto constitucional, debe buscarse uno concordancia de la Constitución consigo misma. [ ... ]. 
iii) Razonabilidad, que debe primar en cada interpretación, que no es lo mismo que racional. Esto último se ap10xímo y en cierto sentido se iden­
tifica con lo silogístico y guarda relación con el viejo brocardo: dura /ex, sed /ex. Lo razonable es, por el contrarío, la sensatez y la flexibilidad 
frente a nuevas situaciones, tratando de superar el problema sin afectar el entramado normativo. 
iv) Previsión de consecuencias: aspecto importante que hay que tener en cuento es apreciar los consecuencias que tendrá un fallo. Esto no sig­
nifico que el control constitucional debe tener siempre como meto los resultados y obrar en función de estos. Por el contrario, lo toreo interpretadora 
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"( ... ] el natural respeto de la voluntad del legislador 

no requiere [ ... ]la admisión de soluciones notoria­

mente injustas, que no parecen compatibles con el fin, 

común a la tarea legislativa y judicial, de la determi­

nación de principios acertados para la adjudicación 

del derecho de los litigantes en las causas concretas a 

decidir", y "Que con arreglo a la doctrina de los pre­

cedentes de esta Corte [ ... ] la misión judicial no se 

agota con la remisión a la letra de la ley. Los jueces, 

en efecto, en cuanto servidores del derecho para la 

realización de la justicia, no pueden prescindir de la 

búsqueda de la significación jurídica de las normas 

aplicables al caso, que consagre su versión técnica­

mente elaborada y adecuada a su espíritu"22 . 

De la que podemos extraer dos importantes conse­

cuencias que confirman lo anteriormente expuesto: en 

primer lugar, que la interpretación de la norma jurídi­

ca debe realizarse de manera tal que se alcance una 

solución justa en su aplicación al caso concreto; y, en 

segundo lugar, que si la norma jurídica es en sí mis­

ma intrínseca y notoriamente injusta, no debe aplicar­

se porque al ser injusta es simultáneamente inconsti­

tucional23. 

Además, para asegurar la justicia del caso concreto 

las decisiones que se emitan en cualquier proceso o 

procedimiento no pueden dejar de lado las particu­

lares cuestiones de la causa (tanto de los sujetos pro­

cesales como del conflicto de intereses o de la incerti-

dumbre íurídica que sea su objeto), ni la' realidad so­

cia! donde se desarrolla, sino, por el contrario, ser 

tratadas y apreciadas adecuadamente por el juzgador 

a fin de asegurar a los justiciables un resultado justo. 

Para ello, las normas procesales y sustanciales que 

concurren a la solución de la causa, así como los prin­

cipios y estándares a que ellas responden, no pueden 

ser aplicadas o interpretadas literalmente, ni conside­

radas como enclaves de valor absoluto o de aplica­

ción rígida, sino que deben ser interpretadas y aplica­

das de conformidad con la dignidad del ser humano, 

la justicia, los demás valores superiores, los derechos 

fundamentales y los otros bienes jurídicos constitucio­

nalmente protegidos, pero fundamentalmente, con las 

particulares cuestiones de la causa y la realidad social 

donde se desarrolla. 

Adicionalmente, no pueden significar una renuncia 

a la búsqueda de la verdad jurídica objetiva o un 

desconocimiento de su primacía, mucho menos que 

su contenido privilegie las formas por encima de los 

temas de sustancia, a no ser, en este último caso, que 

las formas sean razonables y que con su cumpli­

miento se busque cautelar un derecho o evitar que 

se produzca un agravio. En otras palabras, las deci­

siones que se emitan en un proceso o procedimiento 

deben reflejar también la primacía de la verdad jurí­

dica objetiva, la flexibilización de las formalidades 

procesales y la eliminación del ritualismo sobre todo 

cuando es manifiesto24. 

debe ser apreciada y desarrollada en sr misma, srn interesar los resultados. pérO es indudohiP 'lue no debe ignorarlos, e rncorparar provisio­
nes futuras al momento de resolver, no como un dato definrtivo, srno como uno entre los mucho;. cxrstentes poro llegar o uno solución. 
v) Preferencia por los derechos humanos [ ] Esto hoce que en la rnterpretoción constitucionol de los derechos humanos se opte por una op­
ción preferente a favor de ellos [ . ] 
vi) Fórmula política [ ... ]. Dicho en otrm detrás de todo texto constitucional existe, en forrno e>.plícrta o implícito, un modelo, meta o 
pretensión de lo que debe ser lo político y c1 b ccnl se ospiro. [. ]. Es>o fóm1ulo político es IIJ que rnspiro el sistemo, y b que debe 
tenerse presente de manero relevante en lo 'Jn lodo al reforzomiento del sistema, y por otro, 
a su supervivenc'ra en el futuro (lo que no io fórn;ulo polítrco en una monarquía absoluta di-
fiere a la de uno monarquía porlamentorro, ]" (G.I1.RCI.I\ BF.IAIJNDE. Domingo. "La interpelación 
constitucional como problema" Ponencro choe: estodo, organizado por la Universidad Externado 
de Colombia del 4 al 7 de moyo de l 1,' no l1\oestrio de lo Pontificio Univers'rdod Católica 
del Perú, agosto de 1994, p 3032) 

22 Sentencio emitida el 23 de julro de 1962 y publicado en BIDART CANIPOS, r;errnc1c 1 lo ,~c>rle Op cit, 

7J "[ ... ] si debe portirse en primer lugar del respeto o la voluntad de1 legislador, ello es 'Jsí m'entr:JS el jl!e? 
prelación que, en aplicación de lo ley. logre uno solución justa del coso· cuandc tcll se frustro 
injusto, y no resulta posible extraer de sus normas uno que jucto el ¡uez 

dar o eso voluntad una intee 
lo ley es evidentemente 

prescindir de lo ley, decla-
rondo que por ser injusta es. a lo vez, controrio o lo (RIDART J lb1d, ó 1-621 

24 "[. .. ] estamos en condiciones de sintetizor er: un de prrncipioo lm pcllltos c¡ue el dececho suministro poro encarrilar lo admi-
nistración de ¡ust1cio en pos de la justicia Estos nos dicen que: a) íos juPces son SP-rvidores derecho poro lo realización_ de lo justicia· 
b) el ejercicio imparcial de lo odrninistroc:on ¡~..·sticia es tJr1 t-'lernento de lo deft:rbn en e) lo ~entene~o debe ser uno de-
rivación razonado del orden jurídico vigente con porticulor refererrcro o los circunstancias de lo el respeto o la voluntad del legisla-
dor no requiere admitir soluciones notor1amente ~n¡L·stos; e) el oportamiento del1berodo v conscien!f! de \fE~rd~Jd es incompatible con una ade-
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III. EL TRATAMIENTO PROCESAL DE LAS 

DECISIONES INJUSTAS Y ALGUNAS 

CONSIDERACIONES EN TORNO A SU 

IMPUGNACIÓN EN UN PROCESO DE 

REVISIÓN 

Toca aquí precisar cuál es el tratamiento procesal que 

se le debe dar a una decisión injusta dentro del proce­

so o procedimiento en el que ha sido emitida, y ex­

presar algunas consideraciones sobre la posibilidad 

de iniciar un proceso en el que se revise la injusticia 

de dicha decisión. 

En cuanto a lo primero, consideramos qué la decisión 

injusta puede ser declarada nula o revocada según el 

tipo de afectación producida con ella. Así, si la deci­

sión no cumple con los requisitos formales para ser 

un acto procesal válido (por ejemplo, si fue emitida 

sin motivación alguna o con una motivación aparen­

te, o es el resultado de una conducta fraudulenta o 

colusoria25), afecta el derecho de defensa de las partes 

(por ejemplo, si resolvió sobre un tema que no fue fi­

jado como punto controvertido y, por lo tanto, jamás 

fue debatido) o vulnera algún otro elemento formal o 

procesal del debido proceso, dicha decisión puede ser 

declarada nula en la medida de que así lo indiquen 

los principios que rigen la nulidad procesal (como el 

de especificidad, finalidad, trascendencia, convalida­

ción, subsanación y el de protección26). En cambio, si 

la injusticia de la decisión recae en el contenido mis­

mo del acto porque el juzgador incurrió en un error al 

interpretar o aplicar el derecho, o al apreciar o perci-

bir los hechos o el material probatorio, consideramos 

que la decisión debe ser revocada por el órgano que 

revise dicha decisión. 

Dejamos constancia que no nos referimos a los erro­

res in iudicando o in procedendo para determinar, 

en función a ellos, cuándo la decisión debe ser revo­

cada o declarada nula, pues la doctrina no es pací­

fica al momento de señalar en qué consisten ni mu­

cho menos al encuadrar dentro de ellos los distintos 

"vicios o errores" que se pueden producir en el 

transcurso del proceso o del procedimiento27, no fal­

tando inclusive quienes sostienen que tal distinción 

carece de sustento científico28. Por ese motivo, pre­

ferimos dejar establecido que, en nuestra opinión, y 

sin perjuicio de los mecanismos de impugnación 

previstos por los ordenamientos procesales y de la 

potestad nulificante del juzgador, las decisiones in­

justas deben ser declaradas nulas sólo cuando fuere 

estrictamente necesario (por ejemplo, cuando afecte 

el derecho de defensa de las partes), a fin de repo­

ner el proceso o procedimiento al estado anterior a 

su emisión, ya que en principio deben ser revocadas 

y sustituidas por una decisión objetiva y material­

mente justa. 

Por otro lado, en cuanto a la posibilidad de impugnar 

una decisión injusta a través de un proceso de revi­

sión, queremos señalar que los límites naturales del 

presente trabajo nos impiden profundizar en la viabi­

lidad de iniciar tal proceso cuando la injusticia de la 

decisión se debe a que ha sido emiÚda con fraude 

cuada administración de ¡usticia; f)la verdad ob¡etiva o material debe prevalecer sobre la pura verdad formal (lo que sirve para descalificar el 
llamado exceso ritual manifiesto); g) la intervención del Poder judicial no puede ser compulsivamente excluida a los fines de solucionar cont<r 
versias individuales; h) importa agravio a la garantía de la defensa la exclusión del Poder judicial en causas donde la tutela de un deecho sub­
¡etivo configura cuestión ¡usticiable" (BIDART CNVIPOS, Germán J !bid, p. 62) 

25 Cabe precisar que un sector de la doctrina considera que, en estricto, los actos procesales fraudulentos no deben ser sancionados con la nuli­
dad, sino con su rescisión. Vid: MONROY PAlACIOS, Juan. "Planteas generales en tomo a la revisión civil". En: Revista Peruana de Derecho 
Procesal. No. 11, Lima: Asociación Civil Revista Peruana de Derecho Procesal, 1998, p. 1 1 1-139. 

26 Vid: MAURINO, Alberto L. Nulidades procesales. Cap. 111 y siguientes. Primera reimpresión a la primera edición. Buenos Aires: Editorial Astrea, 
1985. Pues como lo señala AMAYA y lo puntualiza PODETII, el fin de las nulidad procesal es garantizar el debido proceso y, en especial, el 
derecho de defensa de las partes (Citados por MAURINO, Alberto. !bid, p. 33). 

27 Así por e¡emplo, mientras para MORELLO: "El error que deriva de la quiebra a las reglas de la sana crítica o de las leyes de la prueba (de la 
lógica y de la experiencia); configurantes del absurdo, constituyen vicios in iudicando." (MORELLO, Augusto M. Prueba, incongruencia, defen­
sa en ¡uicio -El respeto por los hechos-. Buenos Aires: Abeledo-Perrot, 1977, p. 161); para FENECH-cARRERAS, las reglas de la prueba "[ ... ] 
aunque estén enclavadas en los códigos de fondo, tienen un carácter procesal indiscutible, ya que están dirigidas al ¡uez y regulan la activi­
dad de éste al levar a cabo el llamado ¡uicio de ·hecho que integra el en¡uiciamiento ¡urisdiccional; quizás por ello: equiparando estas reglas 
a las demás de carácter procesal que rigen el en¡uiciamiento, tales como la congruencia, puede estimarse que su infracción constituye un vicia 
in procedenda o defecto en la actividad [ .. .]" (Citado por HITIERS, Juan C. Técmca Op. ot, p 169, nota 40). 

28 Vid: HITIERS, Juan C. /bid, p. 163-174. 
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procesal29o a otras formas de afectación del proceso 

justo. Sin embargo, queremos indicar que, en el pri­

mer caso, la doctrina moderna es prácticamente uná­

nime en aceptar tal posibilidad a fin de que a través 

de un proceso de revisión (tramitado generalmente en 

la vía ordinaria30) se destruya la apariencia de legali­

dad de aquellos procesos que culminaron en decisio­

nes injustas (trátese de sentencias con autoridad de 

cosa juzgada o autos firmes que ponen fin al proceso) 

debido a la ocurrencia de fraude procesaP1. En cam­

bio, en cuanto al segundo, la doctrina no es unánime 

en aceptar tal posibilidad, habiéndose desarrollado la 

discusión respecto a la viabilidad de iniciar un proce­

so constitucional de amparo (u otro tipo de proceso 

constitucional, según el ordenamiento jurídico del 

que se trate, siempre que sea igual de expeditivo y 

sumarísimo) contra decisiones injustas distintas a las 

originadas por un acto fraudulento. Así, un sector de 

la doctrina acepta tal posibilidad -el otro la rechaza 

rotundamente-- sólo cuando la decisión afecta el debi­

do proceso (específicamente su manifestación formal 

o procesal), se prohiba o excluya la revisión del con­

tenido o aspecto material de dicha decisión y ésta no 

haya sido emitida mediando fraude procesal (pues en 

tal caso resultaría procedente el proceso de revisión 

por fraude procesal al contar con una vía 

procedimental mucho más amplia que la del amparo 

y con una etapa probatoria compleja que permite 

acreditar, investigar o verificar, en forma adecuada, la 

ocurrencia de una conducta fraudulenta) 32 . 

Sin perjuicio de ello, qt!eremos señalar que, en nues­

tra opinión, esta última posibilidad no sólo se encuen­

tra abierta cuando la injusticia de la decisión consiste 

en la amenaza o afectación de los aspectos formales o 

procesales del debido proceso -o proceso justo-, sino 

también cuando la injusticia de la decisión se refiere 

a sus aspectos materiales por amenazar o vulnerar 

algún derecho fundamental. Naturalmente, siempre 

será necesario, como un requisito de procedibilidad, 

que se hayan agotado todos los mecanismos de im­

pugnación para atacar dicha amenaza o violación en 

29 En las Primeras jornadas argentinas de Derecho Procesal, realizadas en 1969 en Rosario, Argentina, se definió el fraude procesal corno "Toda 
maniobro de los partes, de los terceros, del juez o de sus auxiliares, que tienda a obtener o dictar una sentencia con o sin valor de cosa juz­
gada, o la homologación de un acuerdo procesal u otra resolución judicial, con fines ilícitos o a impedir su pronunciamiento o ejecución_", se­
ñalándose además que: "El fraude puede ser unilateral o bilateral, realizado con el proceso o den,tro del proceso, para inducir a engaño al juez 
o uno de los portes y en perjuicio de estos, de terceros o del ordenamiento jurídico_" (LEDESMA, Angela L. "Lo revisión de la cosa juzgada írrito 
y el fraude procesal". En: Revisto Peruana de Derecho Procesal. No. 11, Lima: Asociación Civil Revista Peruana de Derecho Procesal, 1998, 
p.469). 
Nosotros añadiríamos que el fraude procesal puede producirse con la finalidad de obtener una decisión (cualquiera que esta sea y no solamente 
una sentencia), en apariencia legal pero que encierra un provecho ilícito, en cualquier proceso (interno o internacional) o procedimiento (ad· 
ministrativo, arbitral, militar, político o particular). 

30 En el Perú dicho proceso recibe -equívocamente por cierto- el nombre de "Nulidad de cosa juzgada frpudulenta", y se encuentra regulado en 
el artículo 178 de su Código Procesal Civil. 

31 Vid.: HITIERS, Juan C. Revisión de la cosa juzgada. La Plata: Librería Editora Platense, 1977; PEYRANO, jorge W. El proceso atípico. Buenos 
Aires: Editorial Universidad, 1993, p. 165-182. En el Perú son pioneros de este tema: ARRARTE ARISNABARRETA, Ana M. "Alcances sobre la 
nulidad de cosa juzgada fraudulenta". En: /us et veritas. Año VIl, No. 13, 1996. Lima: Revista editada por estudiantes de Derecho de la Pontificia 
Universidad Católica del Perú, p. 173-1 84; y, MONROY PAlACIOS, Juan. "Planteas generales en tomo a la revisión civil". Op. cit., p. 11 1-
139. 

32 La procedencia del amparo contra resoluciones judiciales (por sólo referirnos a ellas y no a las emitidas en procedimientos arbitrales, militares, 
políticos, particulares o arbitrales) es un tema respecto al cual no existe consenso en el derecho comparado. En general, la doctrina se divide 
entre quienes aceptan su procedencia y entre quienes la excluyen tajantemente. 
"Entre los argumentos esgrimidos por quienes sostienen la improcedencia de lo acción de amparo contra resoluciones judiciales se encuentra, en 
primer lugar, la salvaguarda del valor seguridad jurídica y del principio de la cosa juzgada. [ ... ]. Para quienes defienden esta denominada te­
sis negativa, si se aceptara la procedencia de la acción de amparo contra una resolución judicial se estaría permitiendo la mutua interferencia 
de los jueces o tribunales en lo que respecta a su actuación, generando una proliferación de acciones de amparo que terminaría afectando las 
bases fundamentales del Estado de Derecho. Asim·,smo establecen que el subsanamiento de las violaciones constitucionales deberá llevarse a cabo 
dentro del mismo proceso, no pudiendo un proceso sumario como el amparo invalidar un proceso más extenso. Entre los sistemas que estable­
cen expresamente la improcedencia del amparo contra resoluciones judiciales se encuentra el argentino [pero recordemos que ellos tienen el re­
curso de revisión que ha sido utilizado contra resoluciones notoriamente injustas].". "De otro lado, se encuentra la denominada "tesis permisiva" 
dentro de la cual se suelen distinguir tres modalidades. Así la tesis permisiva amplísima permite el amparo contra todo tipo de resolución judicial. 
Tal es el caso del amparo casación en México, que, en líneas generales, procede contra sentencias y demás deci:.iones judiciales. Por otro lado, 
un claro ejemplo de tesis permisivo amplia se da en España, donde procede el amparo contra resoluciones judiciales ante el Tribunal Constitu­
cional, siempre y cuando se hayan agotado todos los recursos previstos en la vía judicial, y que la violación ol derecho sea imputable de modo 
inmediato y directo al órgano judicial, con independencia de los hechos que dieron lugar al proceso en que dicha violación se produjo. Final­
mente, según la tesis permisiva restringida, la procedencia del amparo se encuentra limitada a situaciones de excepción, como ocurre en el caso 
del Perú, donde el art. 200 inc. 2 ,de la reciente Constitución de 1993 dispone expresamente su improcedencia "contra resoluciones emanadas 
de procedimiento regular"." (GARCES PERALTA, Carolina. "Amparo contra resoluciones judiciales: amparo Vs. Amparo". En: Lecturas Constitucionales 
Andinas, No. 3. Diciembre de 1994, Lima: Comisión Andina de juristm, p. 21 1 y 212, respectivamente). 
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el proceso o procedimiento en el que tales decisiones 

fueron emitidas (a no ser que dichos mecanismos no 

sean adecuados para garantizar una tutela Qportuna y 

efectiva) y no se trate de una decisión definitiva y úl­

tima emitida por un órgano de just!.cia constitucional. 

Sustentamos nuestra posición en cuatro consideracio­

nes importantes. 

En primer lugar, en que, por su naturaleza, los dere­

chos fundamentales no pueden, ni deben, ser vulne­

rados o amenazados por el Estado o por los particu­

lares; por lo tanto, siendo los órganos encargados de 

imponer sanciones, resolver conflictos o levantar in­

certidumbres jurídicas, órganos del Estado (como es 

el caso de los órganos jurisdiccionales) o de los parti­

culares (como los que pertenecen a una asociación 

deportiva o a una cámara de arbitraje), las decisiones 

que ellos emitan vulnerando derechos fundamentales 

deben ser invalidadas, sancionadas o revocadas -se­

gún sea el caso-, pues de lo contrario estaríamos afir­

mando que, a diferencia de lo que ocurre con los le­

gisladores y demás sujetos de derecho que se encuen­

tran vinculados a ellos por ser elementos esenciales 

del ordenamiento jurídico político, los juzgadores no 

se encuentran obligados a respetarlos y protegerlos a 

la hora de tomar sus decisiones, creando así un sector 

inmune a su superior fuerza normativa que contrade­

ciría su naturaleza y daría lugar a un absurdo. 

En segundo lugar, en que el proceso constitucional de 

amparo (u otro análogo, según el ordenamiento jurí­

dico del que se trate) es el mecanismo creado 

exprofesamente para solicitar tutela jurisdiccional 

cuando un derecho fundamental se encuentra amena-

zado o ha sido violado; por lo tanto, las resoluciones 

emitidas en un proceso o procedimiento que amena­

cen o vulneren derechos fundamentales no tienen por 

que estar exceptuadas de ser objeto de dicho mecanis­

mo de protección33_ 

En tercer lugar, en que el proceso o el procedimiento 

donde la resolución injusta ha sido emitida tiene sus 

propios mecanismos de impugnación y sus propios 

remedios para que sea corregida; por lo tanto, el per­

judicado debe agotarlos para no consentir la injusticia 

de la decisión (procesalmente hablando, pues los de­

rechos fundamentales son por naturaleza 

indisponibles o irrenunciables) a no ser que resulten 

inadecuados para evitar, en forma efectiva y oportu­

na, que la amenaza a un derecho fundamental se 

haga concreta o que el perjuicio causado por su vul­

neración se torne irreparable. En esos casos conside­

ramos que las püertas del proceso de amparo se en­

cuentran abiertas sin necesidad de haber agotado los 

medios de impugnación en el proceso o procedimien­

to en el que hayan sido emitidas. 

Por último, en que la posibilidad de cuestionar una 

resolución debe tener un punto final a fin de evitar 

procesos interminables o la sucesióll inagotable de 

procesos de revisión, pues dicha indefinición vulnera­

ría también el valor justicia34; por lo tanto, en la me­

dida de que los encargados de conocer los procesos 

de amparo son órganos de justicia constitucional, y 

son éstos los encargados de vigilar y garantizar la vi­

gencia real o efectiva del orden constitucional, consi­

deramos que en sede nacional dicho punto final se 

produce cuando un órgano de justicia constitucional 

33 Así por ejemplo, el artículo 1 8 de lo Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre señala que: "Todo persona [ . ] debe dis­
poner de un procedimiento sencillo y breve por el cuol la justicia lo ampare contra actos de autoridad [y una resolución lo es] que violen, en 
perjuicio suyo, algunos de los derechos fundamento les consagrados constitucionalmente."; y el artículo 200, ·mciso 2, de la Constitución peruana 
de 1993 reconoce que la demanda de amparo también procede contra una resolución judicial emanada de un proceso irregular; siendo irre­
gular, en nuestra opinión, los procesos o procedimientos donde se afecten derechos fundamentales en su inicio, desarrollo o conclusión, así como 
en las resoluciones que en ellos se emitan. 

34 "Efectivamente, conviene que las sentencias sean justas; es la único manera de que la actividad jurisdiccional no sea una fámula sin sentido. 
Por necesidad de justicia, sería menester dejar el proceso siempre abierto a una posibilidad de renovación y otorgar una serie ilimitada (ilimi­
tada en cuanto a las formas y en cuanto al tiempo de interposición) de recursos, con el objeto de reparar los vicios que con el andar del tiem­
po puedan hallarse en la sentencia. 
Pero al lado de la necesidad de justicia aparece la necesidad de firmeza. La necesidad de firmeza exige que se declare de una vez por to­
das cuál es la justicia, o sea cuál es el derecho que el Estado reconoce. 
Todo el problema de los recursos no es otra cosa que una pugna entre ambas exigencias. Las sentencias deben ser justas, pero una forma de 
injusticia consiste en que se invierta la vida entera para llegar a la sentencia definitiva." (COUTURE, Eduardo J Fundamentos .. Op. cil, p. 347-
348) 

, ________________ , ____ - ---·------
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emite una resolución definitiva y última en cualquiera 

de los procesos constitucionales establecidos por el 

ordenamiento jurídico (como el de habeas corpus, 

inconstituciona!idad, habeas data, etc.), sin perjuicio de 

que el justiciable puede acudir a los órganos jurisdic­

cionales internaciones si tal resolución resulta injusta 

por afectar o amenazar sus derechos fundamentales. 

IV. A MANERA DE CONCLUSIÓN 

Como conclusión podemos decir que el proceso jus­

to es el derecho fundamental a la justicia a través 

del proceso y también del procedimiento; es decir, el 

derecho fundamental de todo sujeto de derecho a que 

el inicio, desarrollo, conclusión y resultado del proce­

so o procedimiento, en el que participan o hayan es­

tado legitimados para participar, sean justos. 

Con su concepción se busca rescatar el sentido huma­

no y social del proceso, anteponiendo a los conceptos, 

formalidades y categorías, su papel de instrumento al 

servicio del hombre para garantizar la plena vigencia 

de la dignidad del ser humano, de la justicia, de los 

demás valores superiores, de los derechos fundamen­

tales y del ordenamiento jurídico político en su con­

junto; es decir, para contribuir más eficazmente a 

afianzar la paz social en justicia. 

Conforme a ello, el derecho a una decisión objetiva 

y materialmente justa aparece como uno de los ele­

mentos esenciales que integra el contenido de este 

derecho, de tal suerte que allí donde se emita una 

decisión injusta no puede haber proceso o procedi­

miento justo. Por esa razón no extraña que la Corte 

Constitucional de Colombia haya señalado que: 

"La sentencia que se produzca con violación o desco­

nocimiento de los derechos fundamentales -tanto de 

orden sustantivo como procesal-, por no incorporar el 

mínimo de justicia material exigido por el ordenamiento 

constitucional, no puede pretender hacer tránsito a 

cosa juzgada. Sólo la cosa juzgada que incorpore por 

lo menos ese mínimo de justicia puede aspirar a con­

servar s~arácter."35. 

Sin embargo, queremo~ hacer hincapié en que si no 

contamos con un juez probo, honesto, capacitado, 

comprometido con la realidad social a la que perte­

nece y con los ideales de justicia que su sociedad pre­

tende realizar, en especial con aquellas que la con­

duzcan a ser una sociedad mejor, el derecho funda­

mental a un proceso justo no se podrá concretar. En 

efecto, de nada valdría el mejor de los ordenamientos 

jurídicos si al concurrir a la solución de un caso con­

creto se produce un resultado injusto porque el juez, 

presionado por los detentadores del poder, corrompi­

do por alguna de las partes, afectado por una inexcu­

sable ignorancia o debido a un garrafal error en el 

que incurrió, hizo una interpretación absurda o 

disvaliosa de la ley. 

Por ese motivo, debemos sumar esfuerzos para remo­

ver aquellos obstáculos que nos impiden contar con un 

juez independiente, honesto y calificado jurídicamente. 

Debemos realizar los esfuerzos necesarios para cuidar 

que logren ser jueces los mejores, que conserven su in­

dependencia frente a los detentadores del poder, que 

cuenten con un salario digno que les permita dedicarse 

sin preocupaciones económicas al ejercicio de sus fun­

ciones, que cuenten con una formación humanista y 

jurídica adecuada y se les capacite permanentemente 

para atender con efectividad los nuevos problemas y 

conflictos que se derivan de las relaciones humanas, 

jurídicas y económicas cada vez más complejas. 

Necesitamos de un juez justo que rescate el sentido 

humano y social del proceso, que garantice el respe­

to de la dignidad del ser humano y vigile la vigencia 

real o efectiva de los valores superiores, de los dere­

chos fundamentales y de los demás bienes jurídicos 

constitucionalmente protegidos. Necesitamos de un 

juez que comprenda que su función no consiste en la 

35 Sentencio publicado en COMISIÓN ANDINA DE jURISTAS Derechos .. Op ctt, p. 475. 
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dores han dotado a los justiciables con diversos meca­

nismos de defensa, a través de los cuales se busca que 

éstos protejan sus intereses, fiscalizando la existencia 

de una relación jurídico - procesal válida, la posibili­

dad de que el juzgador pueda emitir un pronuncia­

miento, también válido, sobre el fondo de la contro­

versia y la tramitación del proceso en forma regular. 

Esto que constituye el aspecto formal del proceso re­

sulta ser, ineluctablemente, requisito para el examen 

sobre la fundabilidad de la pretensión y la justicia que 

él proporciona como instrumento de la jurisdicción4. 

El cuidado de la forma en el proceso, entonces, no es 

un tema que atañe únicamente a las partes, en defen­

sa de sus derechos e intereses, sino también al juzga­

dor, en ejercicio de sus poderes y cumplimiento de sus 

deberes. Aquí es donde se revela con mayor nitidez la 

naturaleza pública del proceso y las potestades con las 

que se halla investido el juez; ya que, a diferencia del 

rol que desempeña en el tema de fondo, en lo referido 

a la forma le corresponde un papel mucho más acti­

vo, derivado del principio de dirección y la necesidad 

de que las partes observen siempre un "fair play". 

Uno de los instrumentos con los que cuenta el juzga­

dor para evitar un dramatismo procesal más allá de 

lo que supone la ley y las estrategias abogadiles 

enmarcadas en ella, está constituido por el tema de 

las nulidades procesales. El saneamiento del proceso, 

los recursos de apelación y casación, así como las pre­

tensiones impugnatorias de resoluciones judiciales, se 

vinculan estrechamente con este instituto; el mismo 

que, cuando es utilizado por los justiciables, se cons­

tituye, junto a las excepciones, en una defensa de for-

EL LABERINTO DE LAS NULIDADES PROCESALES 

ma. La competencia, acumulación, intervención de 

terceros, litisconsorcio, notificaciones y muchas otras 

categorías, se relacionan, también, con las nulidades 

procesales. 

La trascendencia de las nulidades dentro de la teoría 

general del proceso es, por tanto, incuestionable, 

como innegable es el giro de ciento ochenta grados 

que la regulación sobre la materia dio a partir del 

C.P.C. En la actualidad, el juez cuenta con un instru­

mento importantísimo como es el saneamiento proce­

sal, el cual sumado a sus facultades sancionadoras, le 

permiten evitar que la nulidad sea empleada para 

defraudar los derechos de los justiciables. Nuestro 

Código ha ido, pues, a la par con los nuevos vientos 

que soplan sobre el tema, enrumbándolo hacia lo que 

en teoría hoy se considera como su norte: la protec­

ción del debido proceso. 

En esta ruta, la doctrina concuerda en que la anula­

ción o invalidación de un acto procesal implica un 

análisis antelado de la existencia de un agravio ilegí­

timo, un error trascendente o un estado de indefen­

sión causado por dicho acto, y que esto determina 

privarlo de sus efectos -nullum est quod nullum 

effectum-. Pero el terreno se vuelve escabroso y se 

multiplican las discrepancias cuando se pretende es­

tablecer cuáles son los vicios que originan a la nuli­

dad procesal: si son únicamente los ~icios extrínsecos 

o de forma5, o son también los vicios intrínsecos o de 

contenido6. Algo similar ocurre cuando se intenta pre­

cisar los grados de ineficacia que se dan al interior de 

un proceso: si las nulidades son sólo relativas7 o las 

hay también absolutas8, si para determinados casos se 

4 Cfr. FAIREN GUILLÉN, Víctor. "Doctrina general del derecho procesal", Librería Basch, Barcelona, 1990, p. 335. 
5 Cfr. ALSINA, Hugo. "Tratado teórico práctico de Derecho Procesal Civil y Comercial", T. 1 2da. Edic., Edior, Buenos Aires, 1963, p. 627; y, 

COUTURE, Eduardo. "Estudios de Derecho Procesal Civil", Depalma, Buenos Aires, 1979, p. 37 4. 
6 Cfr. BERIZONCE, Roberto. "La nulidad en el proceso", Platense, La Plata, 1967, p. 25.; MAURINO, Alberto L. "Nulidades procesales", 2da 

reimpresión, Astrea, Buenos A~es, 1990, p. 16; PEYRANO, Jorge W. "Vicios que pueden generar nulid?des procesales". En: ,Revista de Dere­
cho pnvado y Comundano, N- 08, Santo Fe, Enero- Abrd, 1995, p. 349; y, LEDESMA, Angela Ester. Nulidades Procesales . En: Revrsta de 
Derecho pfivodo y Comunitario, Nº 08, Santo Fe, Enero- Abril, 1995, pp. 331 -332. _ 

7 Cfr. RODRIGUEZ, Luis A "Nulidades procesales", 2da Edic., Universidad, Buenos Aires, 1987, p. 32; IBANEZ FROCH.Afv\ Manuel. "Tratado 
de los recursos en el proceso civil", Bibliográfica Argentina, Buenos Aires, 1957, p. 172.; PODETII, Ramiro. "Derecho Procesal Civil, Comer­
cial y Laboral". T. 11, Trotado de los Actos Procesales, Ediar, Buenos Aires, 1955, p. 481 y ss. En el mismo sentido: Alsina, Palacio, Liebman 
y Fassi, citados por MAURINO, Alberto L. Op. Cit., p. 32. 

8 Cfr. COUTURE, Eduardo. "Fundamentos de derecho procesal civil", 3ra Edic., Depolma, Buenos Aires, 1978, p. 377 y ss; OVALLE FAVELA, José. 
"Teoría general del proceso", 2da. Edic;:, Harla, México D.F., 1994, 293; GOMEZ LARA, Cipriano. "Teoría general del proceso", 8va Edic., 
Harla, México D.F., 1990, p. 332; VESCOVI, Enrique. "Teoría general del proceso", Temis S.A, Santa Fe de Bogotá, 1984, p. 299 y ss.; 
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justifica el empleo de la inexistencia9 o si - en cambio 

-debe ser rechazada10; y, por si fuera poco, ni siquiera 

sobre estos conceptos existe acuerdo. 

Algunos asimilan a la nulidad de oficio con la nuli­

dad absoluta y a la nulidad de parte con la relativa 11, 

otros sostienen que nada tienen que ver12. Hay quie­

nes dicen que la nulidad relativa es la convalidable y 

la absoluta la inconvalidable13, más se contraponen 

quienes señalan que las dos son convalidables14 . 

Unos refieren que un acto es inexistente cuando ado­

lece de un defecto tan esencial que compromete al 

acto en sí mismo15, pero de distinto parecer son los 

que expresan que la cuestión de la inexistencia se re­

duce a la confrontación del acto respectivo con lapo­

sibilidad de su acatamiento o vigencia 16. 

Visto de esta manera, el panorama doctrinario no es 

muy alentador. No obstante, encontrar el hilo de 

Ariadna que nos revele la buena orientación en este 

laberinto es primordial; pues, si, por ejemplo, en un 

proceso operó la convalidación ya no será proceden­

te interponer ninguna nulidad o, si fuera el caso, nin­

guna de las pretensiones impugnatorias establecidas 

por nuestro ordenamiento jurídico. Ahora, para con­

cluir si en un caso hubo o no convalidación es requi­

sito sine qua nom definir, previamente, el presupuesto, 

la finalidad, los principios y las modalidades de la 

nulidad procesal. Y ni qué decir de la inexistencia que 

-en opinión de muchos- al no ser convalidable, ni su­

jeta a preclusión ni prescripción, no hace cosa juzga­

da; y, por tanto, puede ser deducida en cualquier mo­

mento17. 

El C.P.C. - es bueno que así sea - no califica a las nu­

lidades procesales, sino que deja esta labor a criterio 

de los magistrados, entre quienes tampoco existe con­

senso, probablemente como reflejo de lo que ocurre 

en una doctrina polarizada e irreconciliable. Esta si­

tuación, aunada a la escasez de estudios nacionales 

sobre la materia 18 y a las razones expuestas en los 

párrafos que anteceden, hacen impostergable una so­

lución clara; y, por supuesto, acorde con nuestra rea­

lidad. El presente ensayo constituye un intento por 

lograr dicho objetivo. 

JI. LAS NULIDADES PROCESALES Y EL DEBIDO 

PROCESO COMO PRESUPUESTO Y FIN DE LAS 

MISMAS 

Si hay algo en que los autores están absolutamente de 

acuerdo respecto a las nulidades procesales es su uti­

lidad práctica como instrumento de resguardo al de­

bido proceso. "Donde hay indefensión hay nulidad; si 

QUINTERO y PRI~TO. "Teoría general del proceso", l 11, Temis SA, Santo Fe de Bogotá, 1995, p. 188: RIVAS, Adolfo. "Tratado de las re­
cursas ordinarias", T 11, Editonai Aboco de Radolfo De Palma, Buenos Aires, 1991, p. 675;, LEDESMA, Angela Ester. Op. Cit, p. 337. Coin­
ciden con ellos: Gelsi Bidart, Rosenberg, Pneto Castro; y, Mourino. Citados por TICONA POSTIGO, Víctor "Análisis y comentarios al Código 
Procesal Civil", T 1, Gri1ley, Lrmo, 1995, p. 31 p. 

9 Cfr RIVAS, Adolfo Op Cit, p 672 - 673; VESCOVI, Enrique. O p. Cit, p. 301, BERIZONCE, Roberto Ornar. O p. Cit, pp 55 - 56; y, 
RODRIGUEZ, Luis. Op. Cít, pp 37-68. Coinciden: Chiovenda, Rocco, Palacio, Alsina, Sónchez, Fossi, y, Colombo. Citados por MAURINO, 
Luis A Op. Cit, pp. 22 - 23. 

10 Cfr. CAROCCA PEREZ, Alex. "Garantía constitucional de la defensa procesal", J M. Bosch, Barcelona, 1998, pp 397- 401 En nuestro país 
RAMIREZ JIMENEZ, Nelson también se muestra renuente a aceptar el empleo de la inexistencia en el plano procesal (Ver: "El saneamiento pro­
cesal" En Revisto Peruana de Derecho Procesal. N" 11, Lima, 1998, p. 532 ) 

11 Cfr QUINTERO y PRIETO. Op. Cit. p 188; RIVAS, Adolfo. Op. Cit, p. 675. Coinciden: Chiovenda, Liebman y Redenti, citados par ALSINA, 
Hugo. Op_. Cit, p. 632 y ss. 

12 Cfr. RODRIGUEZ, Luis A Op. Cit, p. 33. 
1 J Cfr. COUTURE, Eduardo. "Fundamentos ... " O p. Cit, p. 391 y ss; y, QUINTERO y PRIETO. Op Cit, p. 188. 
14 VÉSCOVI, Enrique. Op. Cit, p 301. 
15 PAYA, Fernando Horacio. "Fundamento y trascendencia de las nulidades procesales", Abeledo Perrot, Buenos Aires, p. 95; y, RODRÍGUEZ, Luís 

A Op. Cít, p. 41. 
16 PALACIO, Lino Enrique. "Derecho p1ocesol civil", T IV, 4ta reimpresión, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1992, p. 152 y 153. 
17 Cfr. PALACIO, Lino Enrique Op. Cit, p. 154; COUTURE, Eduardo. "Fundamentos ... ". Op. Cit. p. 377; y, OVALLE FAVELA. José Op. Cit. p. 

294. 
18 A partir de la vigencia del C. P. C., pocos son las autores peruanos que se han ocupado de tratar el tema de las nulidades procesales; a sa­

ber: ARRARTE ARISNAVARRETA, Ana María. "Alcances sobre el tema de la nulidad procesal" En /us Et Ventas, No 11, revista editada por los 
estudiantes de la Facultad de Derecho de la PUC. Lima, 1996, pp. 127- 135; TICONA POSTIQO, Víctor Op. Cit p. 314 -331, HINOSTROZA 
MINGUEZ, Alberto. "Nulidades procesales", Gaceta jurídrca Editores, Lima, 1999; y, CARRION LUGO. "Tratado de derecho procesal civil", 
U, Grí¡ley, Lima, 1999, pp. 387-428. Entre los autores exllonjeros, sólo uno ha tratado el temo desde la perspectiva de nuestro ordenamiento 
jurídico. (Vid SERRA DOMIGIGUEZ, Manuel. "Nulidad procesal". En: Rev1sta Peruana de De1echo Procesal, No 11, Lima, 1998, pp. 559 -570) 
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no hay indefensión no hay nulidad", nos decía 

ALSINA 19; en frase que resume el avance de un es­

quema extremadamente rígido a otro en donde la 

tipicidad de las nulidades procesales se ha visto ma­

tizada por su instrumentalidad20. Hoy lo que intere­

sa, en definitiva, es si se han transgredido efectiva­

mente las garantías procesales, no siendo necesaria la 

sanción legal expresa para que el juez invalide un 

acto, ni bastando el mero acaecimiento de un vicio 

para que declaren la nulidad. 

Ahora bien, si el presupuesto para que el juzgador 

invalide un acto procesal consiste en que éste haya 

vulnerado el derecho a un debido proceso, el asunto 

es: ¿cómo determinamos si ese acto ha causado inde­

fensión?. La respuesta no es sencilla, pues el debido 

proceso tampoco es un tema pacífico en la doctrina21. 

Sin embargo, a riesgo de soslayar importantes discu­

siones, a continuación vamos a absolver esta interro­

gante del modo más claro y sucinto que nos sea posi­

ble. 

Toda persona al acceder a un proceso, solicitando tu­

tela efectiva por parte del Estado, goza de un conjun-
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to de derechos con implicancias procesales, que le 

aseguran la posibilidad de sostener argumentalmente 

su respectiva posición y rebatir los fundamentos que 

la parte contraria haya podido formular en apoyo de 

las suyas; en esto radica la dialéctica procesal. Si el 

actor formula una pretensión contra el demandado es 

imprescindible que éste posea la posibilidad de con­

testarla, de la misma manera, si el demandado inter­

pone una excepción, la parte actora tiene derecho a 

réplica. Nótese, pues, como es consustancial a la dia­

léctica, la igualdad de armas con que se enfrentan los 

justiciables. 

Esta situación de igualdad, salvo obvias y necesarias 

limitaciones22, debe encontrarse presente a lo largo de 

todo el proceso, pues de otro modo se generarían nu-
' lidades. Y es que, si son las partes quienes aportan al 

proceso los hechos materia de la controversia, las 

pruebas y los argumentos jurídicos con los que buscan 

la adhesión del juez hacia la postura que defienden23, 

resulta lógico y necesario que ante un suceso que sitúe 

al demandante o al demandado en un estado de des­

igualdad para defenderse -vg. la falta de notificación, 

este hecho sea invalidado. 

19 ALSINA, Hugo. Op. Cit., p. 652. Concordante con esta tesitura, Maurino expresa: "(. .. ) donde exista perjuicio, estará siempre el agravio, la 
transgresión al derecho de defensa, que es en definitiva el fundamento de este presupuesto nulitivo. Y las nulidades tendrán como misión enmendar 
esos perjuicios efectivos, surgidos de la desviación de los métodos del debate" (MAURINO, Luis Alberto. Op. Cit., p. 49). Sobre lo mismo puede 
revisarse: PALACIO, lino Enrique y ALVARADO VELLOSO, Adolfo. "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación". T. IV, Rubinzal- Culzoní 
Editores. Santa Fe, 1989, pp. 524 -525; RIVAS, Adolfo. Op. Cit., p. 677; LEDESMA, Angela Ester Op. Cit., p. 328- 320 y 333; y, MICHELI, 
Gian Antonio. "Curso de Derecho Procesal Civil", Vol. 1, Parte General, Trad. de Santiago Sentís Melendo. EjEA, Buenos Ai~es, 1970, p. 322. 

20 "Una valoración de la casuístico demuestra como el peso del sistema de nulidades ha abandonado la dogmática de presupuestos y requisitos 
del acto y se orienta básicamente hacia el respeto de las garantías constitucionales. Estamos pues a un pa,so de generalizar la regla de que 
la nulidad del acto procesal deriva de la infracción de garantías fundamentales y poco más". (RAMOS MENDEZ, Francisco. "El sistema pro­
cesal español", JM,. Bosch Editor, Barcelona, 1997, p. 360.) En el mismo sentido, pueden revisarse: QUINTERO y PRIETO. Op. Cit., p. 184; 
y, GARNICA MARTIN, Juan F. "Nulidad de actuaciones después de sentencia firme". En: justicia, No 1, Librería Bosch, Barcelona, 1990, p. 912). 

21 la naturaleza jurídica del debido proceso, ya sea como garantía, principio o derecho fundamental, su contenido y sus limites, especialmente 
su demarcación con la tutela judicial efectiva, han merecido por parte de los procesalistas variopintas opiniones, al punto de considerarlo como 
un concepto jurídico indeterminado (García Enterría), una noción jurídica de contenido variable (Perelman), un estándar jurídico (De Bemardis) 
y una cláusula general y residual o subsidiaria (Almagro Nosete). En España incluso se sostiene que, por obra del Tribunal Constitucional, la tutela 
judicial efectiva ha terminado por subsumir aspectos que en otros ordenamientos jurídicos se consideran propios del debiqo proceso, de modo 
que éste ha resultado "sin virtualidad práctica" (Moreno Catena). Sobre lo misma, Carocca considera que, "( .. ) hasta ahora no se ha estable­
cido con claridad, el contenido que dicha garantía tiene -o debería tener- en el sistema procesal español, ni por la doctrina, ni, especialmen­
te, por la jurisprudencia constitucional, que utiliza la fórmula "proceso debido", en forma que quizás podría calificarse de anárquica". Cfr. HOYOS, 
Arturo. "El debido proceso', Temis S.A., Santa Fe de Bogc¡tó, 1996, p. 4; DE BERNARDIS, Luis M. "la garantía proc~sal del debido proceso", 
Cultural Cuzco S.A., lima, 1995, p. 394; CAROCCA PEREZ, Alex. Op. Cit., p. 159 y 170; y, MORENO, CORTES Y GIMENO. "Introduc­
ción al derecho procesal", 2da Edic., Tirant lo Blanch, Valencia, 1995, p. 170. Al r~specto, también pueden revisarse: CHAMORRO BERNAL, 
Francisco. "la tutelo judicial efectivo", JM. Bosch, Barcelona, 1994, 443 pp.; PICO 1 JUNO Y, joan. "las garantías constitucionnies del proce­
so", JM Bosch, Barcelona, 1997, 173 pp; y, ESPARZA LEIBAR, lñoki. "El principio del proceso debido", JM. Bosch, Barcelona, 1995, 258 
pp. 

22 En materia procesal existen supuesto~ de contradicción retardada, como el caso de las medidas cautela~es, que se conceden inaudita pars. Tam­
bién existen casos de contradicción limitada: el caso típico es, el de los p10cesos ejecutivos, en los que no es posible formular contradicción con 
argumentos basados en la relación causal. Cf. CAROCCA PEREZ, Alex. Op. Cit., p. 83; PEYRANO, Jo19e W. "El proceso civil", Astrea, Bue­
nos Aires, 1978, pp. 154- 155; y, CHICHIZOLA, Mario. "El debido proceso como garantía consTitucional". En: Revista jurídica La Ley, T. 1893-
C, Buenos Aires, 1983, p. 915. 

23 Cfr. GHIRARDI, Olsen. "El razonamiento judicial", Academia de la Magistratura, lima, 1997, p. 40 - 41 y 62 - 66; y, PERELMAN, Chaim. 
"lógica jurídica y la nueva retórica", Civitas S.A., Madrid, 1979, p. 133 y ss. 
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Entonces, para que podamos hablar de debido proce­

so ambas partes deben tener la misma posibilidad de 

formular alegaciones y probarlas24. Es aleatorio, por 

tanto, que el derecho de defensa se haga efectivo; de 

modo que si la parte interesada no lo hizo valer, por 

omisión o negligencia, no existe indefensión25 . Ésta 

tampoco se presenta si el justiciable no usa todas las 

armas de las que dispone26 o las utiliza con imperi­

cia27. 

Una buena pauta para establecer si existe desigualdad 

en el contradictorio; y, por ende, indefensión, consis­

te - generalmente - en descubrir la presencia de un 

error in procedendo, en tanto son las normas procesales 

las encargadas de regular -de manera razonable-28 el 

tiempo, lugar y modo de actuación de las partes. 

Pero, la simple presencia 

la decisión judicial, de lo contrario la eficacia de la 

dialéctica procesal y la igualdad que ella supone no se 

vería afectada. 

Habrán casos en que no será posible descubrir un 

error in procedendo, por falta de una norma aplicable a 

un determinado supuesto. Ante estas situaciones el 

Juez deberá integrar la norma procesal, otorgando a 

ambas partes la posibilidad de ser oídas. 

Adviértase, finalmente, que se excluye como causa de 

indefensión a los errores in íudícando, en tanto ellos se 

relacionan con el fondo del litigio y no con la forma 

procesal, que otorga seguridad jurídica a los 

justiciables29. Así, y aunque suene paradójico, la sen­

tencia podría adolecer de una indebida interpretación, 

errónea aplicación o 

de un vicio no configura 

por sí misma indefensión, 

resulta indispensable, 

también, que ese vicio sea 

trascendente; es decir, que 

determine un resultado 

probablemente distinto e11 

"Adviértase, finalmente, que se excluye 
como causa rle indefellsión a los 'errores 

in iudicando', en tanto ellos se 
relacionan con el fondo riel litigio y no 

con la forma procesal, que otorga 
seguridad furídica a los fusticiables" 

inaplicación de la ley ma-

terial, y a causa de esto 

ser injusta, pero prove­

niente de un proceso re­

gular30. Es más, si bien 

puede existir un proceso 

debido y, sin embargo, in-

24 El Tribunal Constitucional español sobre el particular dice que en todo proceso debe respetarse el derecho de defensa "( .. 1 de los portes con· 
tendientes o que legalmente debieron serlo, mediante lo oportunidad dialéctico de alegar y justificar procesalmente el reconocimiento judicial 
de sus derechos e intereses. Este derecho de defensa y biloterolidad. por otro porte yo reconocido legalmente antes de la Constitución, y ex· 
presodo bajo el clásico principio procesal nemine damnotur sine oudrotur. se conculco, como ha señalado este tribunal cuando los titulo~es de 
derechos e intereses legitimas se ven imposibilitados de e1ercer los medios legales poro su defensa ·S de 23 de noviembre de 1881, R 189/ 
1981·, proscribiendo lo desigualdad de las portes ·S de 23 de abril de 1981 ,R 202/ 1981·, por contener tal norma un mandato dirigido al 
legislador y al intérprete en el sE>ntido de promover la contradicción ·S de 31 de marzo de 1981, R 197/ 1981·". (STC 4/1982, de 8 de fe· 
brero. Crtado por CAROCCA PEREZ, Alex. Op. Cit , p. 49) 

25 Cfr. DEVIS ECHANDIA. Hernondo. "Teoría general d€>1 proc~so", T. 11, Universidad, Buenos Aires, 1985, p. 225; ALSINA, Hugo. Op. Cit. p. 
458; PEYRANO, Jorge W Op. Cit. p 147; GONZALEZ PEREZ, jesús "El derecho o la tutelo jurisdiccional efectivo", 2do. Edic, Civitos SA. 
Madrid, 1984, p. 150; CHAMORRO BERNAL, Francisco. Op. Cit., p. 118. 

26 ''(. .1 tompocoes posible admitir indefensión en relación al contenido de un? resolución ju?iciol cuand9 los afectados por ésto ni siquiera ~on 
trotado de utrlrzor en su defensa los rnstrvmentos procesales que la legrslocran les ofrece ... (ATC 36/1984, de 25 enero, Fj 4; JC VIII, pog. 
751. En CHAMORRO BERNAL. Francisca. Op. Cit, p 1 181 

27 "( ... 1 no sufre indefensión quien pudiendo defender sus intereses legitimas por medio de los distintos armas que le ofrece el ordenamiento na usa 
de ellas can la pericia técnico suficiente" (STC 60/1983 de 6 de julio, Fj 1, BOE 9 /883; jC VI, pág. 3001 O cuando se utilizo "( ... 1 can 
imprecisrón los instrumentos y recursos que el ordenamiento ha puesto o su disposición, es decir, cuando la rozón de la supuesto indefensión 
aparece ocasionada, voluntario o negligentemente, por el presunto indefenso (entre otros, Autos de 2 de moyo de 1984, 23 de noviembre de 
1983 y 24 de noviembre de 19821" (ATC 587/1984 de 1 O de octubre. Fj, JC X, pág. 7 40. En loe Citl 

28 Para hablar de debido proceso no sólo basto uno aplicación razonable de lo ley, sino también uno elaboración razonable de la mismo. Un 
proceso legal podría ser eventualmente violotorio del debido proceso, s·r el legislador ha consagrado formas que atenten contra los derechos 
fundamentales de que gozan los justiciables. En estos casos el juzgador debe hacer uso del control difuso y declarar la inoplicobilidad de la 
norma irrazonable o inconstitucional. Cfr. LINARES JUAN, Froncrsco. "Rozonobil"rdod de la leyes". 2do. E die, l ro. Jeimpresión. Astreo. Bue· 
nos Aires, 1989, pp. 241, BERNAL CUEllAR, Jaime "El debido proceso y esquema procesal colombiano" En XV jornadas Iberoamericanos 
de Derecho Procesal, Bogotá, Instituto Colombiano de Derecho Procesol, 1996, pp. 236 · 243 BIDART CAMPOS, Germán. "la Corte Suprema". 
l ro. reimpresión. Ediar, Bueno~ Aires. 1984, p. 118; CAROCCA PEREZ, Alex. Op Cit. p. 23 y 55- 73; CHAMORRO BERNAL, Francisco. 
Op. Cit. p. 28; y, MIXAN MASS, Florencia. "El debido proceso y el procedimiento penol", Porte 11, p 3; ensayo extraído, vía Internet, de la 
Revista Electrónico de Derecho Penal. 

29 Si uno nulidad se fundo en errores 1n iudrcando, ésta será improcedente. Cfr. RIVAS, Adolfo. O p. Cit. p. 692. 
JO Para estos casos nuestro ordenamiento jurídico ha previsto el proceso de responsabilidad civil de los jueces, cuyo efecto no se oriento o la rescisión 

del proceso afectado por el error judicial, sino a la reparación del daño por la vía indemnizatoria. Al respecto, es puntual la distinción que hace 
MOREllO, cuando dice: "(. 1 frente al error in iudicando se instala el error in procedendo Aquél, apunta a la justicia o mérito mismo de las de· 
cisiones judiciales, éste se repliego a los déficits de actividad en el proceso" (Citado por RODRIGUEZ, Luis Op. Cit. p. 261 
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justo, es poco probable que pueda darse el caso con­

trario: un proceso indebido y, no obstante, justo; ya 

que la injusticia es un concepto estrechamente ligado 

al proceso indebido o irregular. Esto explica por qué 

la forma del proceso es requisito sine qua nom para el 

examen sobre la fundabilidad de la pretensión. 

III. BUSCANDO LA SALIDA DEL LABERINTO 

Hasta aquí, hemos descrito la problemática que se 

presenta respecto a las nulidades procesales y analiza­

do el papel que le corresponde al debido proceso 

como presupuesto y fin de las mismas. A no dudarlo, 

este último punto es el rasgo que las diferencia clara­

mente respecto a sus parientes las nulidades civiles; y, 

en tal virtud, constituye el punto de referencia que 

guiará nuestro camino. 

Ciertamente, el trayecto no es fácil; hay que transitar 

por un marasmo de posiciones y taxonomías, muchas 

de ellas importadas del derecho civi!31, pero nos re­

afirmamos en que una argumentación basada en el 

tópico precedente contribuirá a que arribemos a buen 

paradero32. El análisis del objeto de la invalidación 

también nos dará luces para encontrar la salida de 

este laberinto33; pues, si bien existen muchas similitu­

des entre el acto jurídico civil y el procesal, este vín­

culo también determina características que ameritan 

un tratamiento singular y hasta una teoría propia34. 

Finalmente, a esto hay que añadirle el estudio de los 

principios que rigen a las nulidades procesales. No 

olvidemos que ellos informan la normativa y la disci­

plina de una institución; y, en este sentido, le otorgan 

autonomía o, al menos, delimitan su espectro. 

EL LABERINTO DE LAS NULIDADES PROCESALES 

IV. EL ACTO PROCESAL 

4.1. Concepto 

Aunque resulta de perogrullo decirlo, toda nulidad 

procesal recae inevitablemente sobre uri acto procesal, 

el que, a su vez, es una especie del acto jurídico. Por 

eso es imprescindible estudiar, primero, al objeto de la 

invalidación, tomando como punto de partida los da­

tos proporcionados en sede civil. Esta dependencia 

ideológica, sin embargo, no debe acompañarnos a lo 

largo de todo el trayecto, pues la naturaleza pública 

de la rama que nos ocupa y las características que le 

son inherentes imponen, como hemos dicho, una teo­

ría propia. 

El acto procesal, antes que nada, es una situación 

fáctica con incidencia en el proceso. Al igual que en 

el campo civil se trata de un hecho jurídico; es decir, 

de un acontecimiento capaz de producir efectos en el 

derecho, específicamente en el derecho procesal. Esta 

eficacia proviene de su concreción como hipótesis de 

una norma o como materializaCión de un principio, 

aunque advertimos que la doctrina no suele conside­

rar a este último caso, lo cual es una visión fragmen­

taria del derecho. 

Los acontecimientos con relevancia jurídica pueden 

ser indiferentes al proceso o pueden.influir en él. Si 

ocurre esto último, o sea, si aquéllos tienden directa­

mente a la constitución, desarrollo o extinción de una 

relación procesal, estamos en presencia de un hecho 

de la misma calidad. Es necesario que el hecho jurídi­

co tenga por objeto uno de esos fines, pues de lo con-

31 Esta es una de las razones de la confusión en tomo a las nulidades procesales. Cfr. CAMUSO, jorge. "Nulidades procesales", 2da Edic., Ediar 
Ediciones, Buenos Aires, 1983, p. 24. 

32 "Persistentemente se advierte el surgimiento de un nuevo régimen de nulidad procesal, cuya dogmática está en gran medrda por constiUir, ba­
sado precisamente en la vinculación de esta sanción, no al cumplimiento de determinados requi,sitos más o menos formales del acto procesal, 
sino a la falta de respeto de los derechos fundamentales de naturaleza procesal" (CAROCCA PEREZ, Alex. Op. Cit., p. 387 y 388) 

33 "( ... ) al momento de definir el acto procesal ha de identificarse la concepción y contenido del mismo, no para que exista un regoci1o en 1~ propia 
figura, sino para definir otras instituciones procesales, como el caso de las nulidades procesales o el principio dispositivo" VISAlOT lEVANO, 
Pablo., "El acto jurídico en sentido estricto y los actos procesales". En: Revista Peruano de Derecha Procesal, No 111, limo, 1999, p. 225 - 226. 

34 Cfr. VESCOVI, Enrique. Op. Cit., p. 247; y, GOZAINI, Osvaldo A "lo conducto en el proceso", Platense, lo Plata, 1988, p. 226. 

-----------------------~------------

DERECHO & SOCIEDAD lill 



RóGER E. ZAVALETA RODRÍGUEZ 

trario no podría dársele el calificativo de procesal, 

como ocurre, por ejemplo, con el poder para actuar 

en un proceso otorgado ante notario público35. 

El hecho procesal puede provenir de la naturaleza (el 

transcurso del tiempo, la muerte de una parte, la des­

trucción de documentos, etc.) o del hombre. Cuando 

es humano, voluntario y, además, reúne los otros re­

quisitos del acto jurídico, se trata de un acto procesal. 

En este sentido, COUTURE36 lo define como "( ... ) el 

acto jurídico emanado de las partes, de los agentes de 

la jurisdicción o aun de los terceros ligados al proce­

so, susceptible de crear, modificar o extinguir efectos 

procesales". 

En tanto el acto jurídico realiza el supuesto de hecho 

de una norma procesal; o, en términos más generales, 

concreta el ordenamiento jurídico que regula u orien­

ta al proceso, produce efectos directos e inmediatos al 

interior de éste; y, en consecuencia, adquiere la cate­

goría de acto procesal. 

4.2. El acto procesal y sus diferencias con el acto 

jurídico civil 

Las similitudes entre el acto jurídico, entendido des­

de la perspectiva del derecho civil, y el acto procesal 

son muchas. Pero, este vínculo también determina ca­

racterísticas especiales. En principio, el acto procesal 

está limitado al tiempo y al espacio del proceso, fue­

ra de éste no tiene existencia37. Esta particularidad le 

imprime naturaleza pública38, la cual se manifiesta en 

el conjunto de formalidades requeridas para su vali­

dez. En los actos jurídicos civiles, especialmente en 

los patrimoniales, los fines que se persiguen con su 

realización son, por lo general, de carácter privado; y, 

por ende, las exigencias formales son la excepción. 

Esto no sucede con los actos procesales, en los que la 

finalidad buscada es de trascendencia pública; y, de­

bido a ello, las formalidades son la regla. 

Por otro lado, el carácter proyectivo y sistematizado 

del proceso implica que los actos procesales, a dife­

rencia de los actos jurídicos civiles, sean, muchas ve­

ces, interdependientes o concatenados, de modo que 

la invalidez de uno puede producir la nulidad de sus 

consecuentes. Esta característica supone, a la vez, un 

orden para su inserción en el proceso, pues cada acto 

procesal debe ser realizado en la etapa y oportunidad 

correspondientes, las mismas que una vez transcurri­

das impiden que él se vuelva a realizar (principio de 

preclusión). 

Finalmente, la naturaleza del proceso como relación 

jurídica, señala otra diferencia importante, cual es que 

los actos procesales, a diferencia de los actos jurídicos 

civiles, se encuentran siempre sujetos a la posibilidad 

de contradicción. 

Conforme es fácil percibir las distinciones entre el 

acto jurídico civil y el acto procesal son principalmen­

te extrínsecas, pero hemos de concordar con 

GOZAINI39 en que la línea divisoria es más difusa y 

hasta inexistente cuando se analiza el contenido de 

este último, según veremos a continuación. 

4.3. Elementos del acto procesal 

La estructura del acto procesal consta de dos elemen­

tos: continente y contenido. El contenido viene dado 

por la manifestación de voluntad del agente, así como 

por su causa y objeto. Pero todo ello es abstracto, in-

35 Cfr. GUASP, Jaime "Derecho Procesal Civil", 4ta. Edic., revisada y adaptada a la legislación vigente par Ped10 Aragoneses, T. 1, Editorial Civitas 
S.A., Madrid, 1998, p. 242; AlSINA, Hugo. Op Cit, p. 607; y, DEVIS ECHANDIA, Hernanda. Op. Cit, pp, 449- 450. 

36 COUTURE, Eduardo. "Fundamentos ... " Op. Cit, p. 202. 
37 "Sólo son actos procesales los que se realizan dentro del proceso. De éstos, unos dirigen sus efectos a él y otros solamente repercuten en el mismo, 

porque afectan al ob¡eto sobre el que versa (como el allanamiento, la renuncia, la transacción, etc.). En este sentido ciertos actos realizados fuera 
del proceso, aunque luego hayan de desplegar su eficacia en él, como el otorgamiento de poder al Procurador, obtención de certificados para 
solicitar el beneficio de ¡usticia gratuita, ele. no son actos procesales" (PIETRO- CASTRO Y FERRANDIZ, Leonardo .. "Derecho Procesal Civil", 
Vol. 1, 3ra. Edic, 1 ro. reimpresión, Tecnos, Madrid, 1978, p. 115.) En parecidos términos se expresa MONROY GALVEZ, Juan. "Introducción 
al proce~o civil", U, Temis, Santa Fe de Bogotá, 1996, p. 181. . 

38 Cfr. PAYA, Fernando Horacio. Op. Cit, p. 49- 52; y, MONROY GALVEZ. Juan "Introducción ... ". Op. Cit, pp. 54- 55. 
39 GOZAINI. Osvaldo A. Op. Cit , p. 228. 
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corpóreo, subjetivo, por ello requiere de un modo de 

exteriorización, de algo que revista, contenga u 

objetivice a ese ente inmaterial; esto es, la forma. Es­

tudiemos cada uno de estos elementos. 

4.3.1. La manifestación de la voluntad 

Este elemento constituye la esencia misma del acto 

procesal; sin él, por más incidencia en el proceso que 

un acontecimiento jurídico pueda lograr, siempre será 

un hecho procesal y nada más. 

El proceso de formación de la voluntad es puramen­

te interno, subjetivo, psicológico y requiere que el su­

jeto cuente con discernimiento, intención y libertad. El 

primero, porque le permitirá juzgar sus propias accio­

nes; la segunda, en la medida que impulsa la produc­

ción del acto y sus efectos; y, la tercera, en cuanto su­

pone que el agente actúa en forma espontánea, sin 

nada que coacte su facultad de decisión. 

Como observamos, los elementos para estructurar la 

voluntad son iguales a los de cualquier acto jurídico. 

No es este el lugar y el momento para referirnos a 

ellos, por lo que a la doctrina pertinente nos remiti­

mos40. 

4.3.2. La causa 

En el ámbito del proceso la causa no tiene las conno­

taciones que se evidencian en el derecho civil, pues 

aquí la voluntad negocial se halla fuertemente limita­

da por los efectos y los fines determinados por el 

plexo jurídico41. Y es que, como dice CORTES42, "los 

efectos jurídicos de todos los actos procesales se pr~­

ducen no tanto por la voluntad del sujeto agente 

como por obra de la propia ley procesal". No obstante 

estas limitaciones, el aspecto subjetivo de la causa, 

EL LABERINTO DE LAS NULIDADES PROCESALES 
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conformado por el interés o propósito práctico de las 

partes, reviste significativa importancia, ya que es in­

dicativo de la licitud o ilicitud del comportamiento de 

los sujetos que participan en el proceso. 

En casos como los de abuso o fraude procesal, en los 

que la verdadera actitud del sujeto abusivo o fraudu­

lento se oculta tras su aparente adecuación a las nor­

mas procesales, descubrir el auténtico fin con el que 

éste actúa equivale a determinar la efectiva configura­

ción de esas categorías en el campo procesal. Pense­

mos, por ejemplo, en el caso de fraude por simula­

ción, en el que un sujeto, con el _propósito de evadir 

su deuda con un tercero, concierta con otro el inicio 

de un proceso sobre pago de beneficios sociales, así 

como la posterior interposición de una tercería de 

derecho preferente. En esta hipótesis el cumplimien­

to de las formalidades que establece el C.P.C.; esto es, 

el aspecto externo o extrínseco de los actos procesales, 

no sufre mella alguna; sin embargo, el contenido de 

dichos actos es, a todas luces ilícito, en razón del pro­

pósito oculto que con ellos se persigue. 

La utilización del derecho para el ftaude significa, 

cada vez más, el tejido de maniobras muy soterradas 

que externamente muestran visos de legalidad. El 

análisis de la causa resulta, entonces, importantísimo 

en situaciones en las que el juzgador se encuentra en 

una disyuntiva para determinar la licitud de algunos 

actos procesales o de todo un proceso. 

Los procesalistas identifican a la causa con el inte­

rés43, el mismo que no sólo es necesario como presu­

puesto para un pronunciamiento judicial sobre el fon­

do d~l asunto, sino también para la procedencia de 

los diversos actos procesales. Así, por ejemplo, no 

podrá solicitar una nulidad quien no ha sufrido un 

agravio o perjuicio de ningún tipo44. 

40 Véase, por ejemplq: BIGLIAZZI GERI, lino y otras. "Derecho Civil", Universidad Externado de Colombia, Santa Fe de Bogotá, 1992, T.l, Vol. 2. 
41 Cfr. MONROY GALVEZ, Juan "Introducción ... ". Op. Cit., p. 183. 
42 MOR~NO, CORTEZ Y GIMENO. "Introducción ... ". Op. Cit., p. 276. 
43 Cfr. VESCOVI, Enrique. Op. Cit., pp. 252 · 253; PIETRO CASTRO Y FERRANDIZ, Leonado. Op. Cit., p. 116; GARROTE, Angel F. "Los oc· 

tos jurídicos procesales". En: Estudios de nulidades procesales", Hammurabi, Buenos Aires, 1980, p. 44.; GUASP, Jaime. Op. Cit., p. 257; 
y, MORENO, CORTEZ Y GIMENO. "Introducción ... ". Op. Cit., p. 276. 

44 C.P.C.· Artículo 174°.·lnterés para pedir la nulidad.· Quien formula la nulidad tiene que acreditar estar perjudicado con el acto procesal viciado 
y, en su caso, precisar la defensa que no pudo realizar como consecuencia del acto procesal cuestionado. Asimismo, acreditará interés propio 
y específico con relación a su pedido. 
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3.3. El Objeto 

El objeto es la materia sobre la cual versa el acto pro­

cesal. Este elemento puede estar relacionado con una 

persona (v.g. la denuncia civil, la curadoría procesal, 

etc.), con una cosa (v.g. la demanda con pretensión de 

dar suma de dinero, la medida cautelar de secuestro 

de un bien mueble, etc.) o con un hecho (v.g. los actos 

probatorios, la medida cautelar innovativa, etc.). Ob­

viamente, dichos aspectos muchas veces no se presen­

tan aislados, sino en concurrencia. 

El objeto del acto procesal debe ser idóneo; o sea apto 

para lograr los efectos jurídicos, ya sea previstos por 

la ley o, en el caso de los negocios procesales, desea­

dos por las partes. Asimismo, la materia sobre la que 

recae el acto procesal debe ser jurídicamente posible. 

Una sentencia expedida sobre un proceso concluido 

vía transacción judicial o una medida cautelar sobre 

un bien inembargable, para ejemplificar lo dicho, no 

gozan de validez; la primera, por carecer de idonei­

dad; y, la segunda, en virtud de una prohibición esta­

blecida por ley. 

3.4. La forma 

Como sabemos, el proceso es el conjunto concatenado 

y sistematizado de actos dialécticos. Siendo así, las 

manifestaciones de voluntad de los sujetos procesales 

no pueden hallarse libradas al azar o al desorden, ni 

pueden ser hechas sin respetar un determinado 

modo; muy por el contrario, ellas deben responder a 

las preguntas: cómo, dónde y cuándo, recurriendo 

para esto al sitio en el que se regulan las actuaciones 

procesales: la ley. 

En casi todos los casos, son las leyes las que fijan las 

condiciones de lugar, tiempo y modo45, conforme a 

las cuales debe materializarse la actividad de los su­

jetos que participan en el proceso; o sea, es el ordena­

miento legal el que establece la forma de los actos 

procesales y el que exige, además, la observancia de 

determinados requisitos que supeditan la eficacia de 

dichos actos. Esto últim'o, que en doctrina se denomi­

na "formalidad"46, no ha tenido una evolución conti­

nua en el derecho, sino que ha sido el producto de 

marchas y contramarchas que han ido moldeando 

nuestro sistema actual. 

El derecho romano, durante la etapa de las legis 

actiones, privilegió enormemente las formalidades; el 

procedimiento era oral y el más leve error en las pa­

labras que se pronunciaban determinaba la pérdida 

del derecho. La época del procedimiento formulario 

fue un tanto más flexible; pues, por el descontento y 

desconfianza de los justiciables, se reemplazaron los 

actos solemnes por un documento escrito en el que se 

precisaban las fórmulas respectivas para resolver cada 

caso. Con el procedimiento extraordinario se dio una 

reducción mayor de las formalidades, como conse­

cuencia de la simplificación procedimental que trajo 

consigo la desaparición• de las etapas in iure y apud in 

iudicem. 

En la época de las monarquías el rigor formal se vol­

vió a imponer. Contra esto surgieron los partidarios 

del liberalismo que propugnaron la eliminación de 

toda formalidad y la vigencia del principio de liber­

tad absoluta en las formas. No obstante, el movimien­

to pendular del devenir histórico nos llevó de nuevo 

al polo opuesto, rigiendo el principio de legalidad for­

mal. Este principio fue fruto de la exégesis y del sis­

tema privatístico, caracterizado por la supremacía del 

principio dispositivo y el mecanismo de la prueba ta­

sada. La desconfianza en el juez y la búsqueda de la 

certeza absoluta en el derecho, fue lo que propició su 

vigencia. 

A medida que fueron madurando las ideas procesales 

y se fue imponiendo el tsistema publicístico, el juzga­

dor dejó de ser una figura decorativa en el escenario 

procesal. La libertad de valoración probatoria y la de 

45 Cfr MONROY GÁLVEZ, Juan. "Introducción .. 
46 Cfr MONROY GÁLVEZ, Juan. "Introducción .. 

Op. Cit, p. 187; y, ALSINA. Hugo. Op Cit, p. 615. 
Op. Cit, pp. 186 ·188. --- -·- ·---"- -- --- .---- ----
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criterios judiciales mostraron una mayor confianza en 

el juez, quien hoy es visto como el director del proce­

so. Consecuentemente, ya no son los legisladores los 

que, de manera absoluta y definitiva, van a determi­

nar las formalidades procesales, pues el juzgador tie­

ne un amplio margen de discreción. 

EL LABERINTO DE LAS NULIDADES PROCESALES 

por ejemplo, las partes están facultadas para convenir 

el sometimiento de su conflicto ante un juez distinto 

del lugar que corresponde, acordar una renuncia a 

recurrir, decidirse por una casación per saltu, entre 

otras. 

V. PRINCIPIOS QUE RIGEN LAS NULIDADES 

Un acto procesal, por ejemplo, puede que no haya PROCESALES. 

sido realizado de acuerdo a la formalidad prevista en 

la ley, pero si el juez estima que el acto cumplió con 

su propósito, aquél mantiene su eficacia. Puede suce­

der, también, que la omisión de alguna formalidad no 

esté castigada con la invalidación del acto procesal, 

no obstante, si el juzgador considera que, por la falta 

de ese requisito, dicho acto no va a cumplir con su 

función, tiene la potestad para declararlo nulo. 

Las formas, entonces, dejaron de ser un fin en sí mis­

mas y hoy nos rige el prin-

Sin temor a equivocarnos, podemos afirmar que el 

medio impugnatorio más utilizado hoy en día, es la 

nulidad; y no precisamente porque abunden las in­

fracciones a las leyes procesales, sino porque, desde la 

perspectiva de muchos abogados y litigantes temera­

rios, es una forma de eliminar a los actos judiciales 

que les resultan desfavorables y prolongar la activi­

dad procesal. 

La situación de este insti­

cipio de instrumentalidad, 

en virtud del cual el fin de "Estamos, pues en wt punto 
tuto resulta, por demás, 

paradójica; pues, si es 

aplicado en forma correc­

ta, garantiza la eficacia 

del debido proceso, pero 

si su uso es pervertido e 

inconsecuente con los 

los actos procesales es el 

que determina su validez o 

invalidez. Efecto de todo lo 

anterior, es también el 

principio de elasticidad o 

flexibilidad de las formali-

intermedio, lejos de los extremismos 

formales y de la época del libre 

albedrío judicial en la fijación de las 

formalidades" 

dades, que implica la adecuación de las exigencias 

formales al logro de Jos fines del proceso47. 

Ahora bien, la vigencia de los principios aludidos no 

significa que se haya eliminado el carácter legal o es­

pecífico de algunas nulidades. Estamos, pues en un 

punto intermedio, lejos de los extremismos formales 

y de la época del libre albedrío judicial en la fijación 

de las formalidades. En la actualidad, incluso les está 

permitido a las partes fijar su propio procedimiento48, 

claro en casos específicos que no son peligrosos para 

la tramitación de un proceso en forma regular. Así, 

principios que le rigen, 

provoca lo contrario: la violación del derecho funda­

mental que estaba destinado a proteger49. He aquí la 

importancia de los principios que informan a las nu­

lidades procesales y la necesidad urgente de su estu­

dio. Veamos. 

5.1. Principio de especificidad o legalidad 

Este principio, sintetizado en el broca¡do francés "pas 

de nullité sans texte", implica que ninguna nulidad 

puede ser declarada si previamente no se encuentra 

contemplada en las leyes procesales. A decir de 

47 C. P.C..- Artículo IX.- Principio de Vinculación y Formalidad.- las normas procesales contenidos en este Código son de carácter imperativo, sal­
vo regulación permisivo en contrario 
los formalidades previstas en este Código son imperativos. Sin embargo, el Juez adecuará su exigencia al logro de los fines del proceso. Cuando 
no se señale uno formalidad específico paro la realización del acto procesal, éste se reputará válido cualquiera sea lo empleada. 

48 Ver el primer párrafo de lo noto anterior. 
49 Por ejemplo, si el acto procesal cumpliera con su finalidad; y, sin embargo, fuero invalidado, se produciría uno dilación indebido. 
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MAURIN050, "( ... )no basta que la ley prescriba una 

determinada formalidad para que su omisión o defec­

to origine la nulidad del acto o procedimiento. Ella 

debe ser expresa, específica". 

El antecedente inmediato del principio bajo estudio lo 

encontramos en el Code Procedure Civil de 1806, el 

cual en su Art. 1030 prescribía: "Ninguna notificación 

o acto del proceso podrá ser declarado nulo si la nu­

lidad no se encuentra formalmente pronunciada por 

la ley". Como es fácil intuir, los problemas originados 

por este principio, de incuestionables raigambres 

positivistas, .no se hicieron esperar, y pronto la reali­

dad demostró que era imposible prever todas las si­

tuacion:s en las que un acto procesal ameritaba ser 

invalidado. Por lo demás, el principio de especifici­

dad propició la utilización abusiva de la denominada 

"excepción de nulidad", en la intención del litigante 

malicioso de dilatar el proceso51 . 

Hoy, pasada la época del positivismo exacerbado y el 

predominio de la idea exegética de que el juez no es 

más que la boca que pronuncia las palabras de la ley, 

la doctrina acepta pacíficamente la tesis de que,.si 

bien es necesario que algunas nulidades sean· expre­

sas, existen otras factibles de ser declaradas cuando, 

aún faltando el texto legal expreso, el juzgador consi­

dera que se han incumplido formalidades que impi­

den al acto lograr su finalidad. Estas nulidades son 

conocidas como implícitas. 

El Art. 171 del C.P.C. regula tanto a las nulidades ex­

presas como a las implícitas, concordando el principio 

de especificidad con el de finalidad del acto procesal. 

Esta norma prescribe: "La nulidad se sanciona sólo 

por causa establecida en la ley. Sin embargo, puede 

declararse cuando el acto procesal careciera de los re­

quisitos indispensables para la obtención de su fina­

lidad. Cuando la ley prescribe formalidad determina-

50 MAURINO, Albert? Luis. Op Cit., p. 35 
51 Cfr. CAROCCA PEREZ. Alex. Op. Cit., p. 387. 
52 Ver nota N° 44. 

da sin sanción de nulidad para la realización de un 

acto procesal, éste será válido, si habiéndose realiza­

do de otro modo, ha cumplido su propósito". 

Si el juez reputa que los actos procesales cumplieron 

con su fin es porque estima que no hay perjuicio para 

la parte. De ahí se deriva el principio de trascenden­

cia, .expresado con el clásico aforismo francés: pas de 

nullite sans grief; o sea, no hay nulidad sin agravio. 

5.2. Principio de trascendencia 

La sola presencia de un vicio no es razón suficiente 

para que el juez declare la nulidad de -un acto proce­

sal, se requiere, además1 que ese vicio sea trascenden­

te; es decir, que determine un resultado probablemen­

te distinto en la decisión judicial o coloque al 

justiciable en estado de indefensión. No procede, por 

tanto, la nulidad fundada en el mero interés de la ley, 

sino cuando la inobservancia de las formalidades del 

acto causa un daño que no puede ser reparado si no 

es por esta vía excepcional. 

Con base en este principio, la doctrina y la legislación 

consideran que quien alega la nulidad debe expresar 

el perjuicio sufrido del que deriva el interés en obte­

ner la declaración y mencionar, en su caso, las defen­

sas que no ha podido realizar como consecuencia di­

recta del acto procesal cuestionado52. Así, pues, no 

son procedentes los pedidos de nulidad con la invo­

cación genérica del agravio al debido proceso, aque­

llos que no acreditan el interés del i~pugnante en 

subsanar el acto procesp.l recurrido, así como los que 

no cumplen con probar la existencia del perjuicio cier­

to y actual que supone el acto viciado. No obstante lo 

expuesto, algunos autores opinan que la mención y la 

probanza del agravio se tornan innecesarias ante ca­

sos de nulidades expresas, pues entienden que el per­

juicio está implícito en la calificación legal53. 

53 "Las Quintas jornadas de Derecha Procesal Latinoamericanas de 1970 (Bogotá), por medio de su "Relación", traducida en las "Bases y Con· 
clusiones", consideró como supuesto de excepción los casos de nulidad absoluta, pues el agravio está implícito en la calificación legal". 
(MAURINO, Luis Alberto. Op. Cit., p. 47- 48) 
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Desde que cambiamos al texto por el agravio, como 

presupuesto para la declaración de nulidad, y al juez 

exegético por el juez director, ya no es necesaria la 

regulación taxativa de todos los motivos de nulidad 

que según criterio de los legisladores pudieran pre­

sentarse. En consecuencia, la nulidad expresa sólo 

debe ser usada en aquellos casos en que el incumpli­

miento de las formalidades conlleve, casi con seguri­

dad, a la violación del debido proceso54. Esto, sin 

embargo, no garantiza de modo absoluto que el acto 

no pueda cumplir con su función; y, por ende, discre­

pamos con quienes consideran que debe eximirse a 

los casos de nulidades taxativas de la expresión y 

acreditación del agravio. 

5.3. Principio de finalidad del acto procesal 

Un tema importante para discutir, con relación <.1 lo 

anotado en el párrafo precedente, es si en nuestro 

contexto jurídico el agravio o la violación al debido 

proceso es el que determina siempre b invalidación 

de un acto. El punto se plantea en tanto parte de la 

doctrina considera que pueden existir actos procesa­

les que, aún cayendo en supuestos de nulidJdes ex­

presas, logran su finalidad 55. La pregunta es: ¿en es­

tos casos procede declarar la invalidación de tales ac­

tos?. 

ANA MARIA ARARTE56, citando a RODRÍGUEZ, 

opina que: "No hay nulidad, aún con norma expresa, 

cuando el Jeto, aún irregular, ha cumplido con la fina­

lidad para la que estaba destinado". Criterio semejan­

te posee T1CONA57, quien señala:"( ... ) no debe decla­

rarse la nulidJd de un acto procesal en general, sino 
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obstante existir norma expresa que sancione la nuli­

dad, el acto ha cumplido su finalidad para la cual es­

taba destinado". 

El asunto resulta por demás controvertido si recorda­

mos que nuestro C.P.C., al parecer, limita la vigencia 

y eficacia de los actos procesales, sólo para aquellos 

supuestos, no sancionados con la nulidad expresa, en 

los que la irregubridad del acto no afecta el cumpli­

miento de su fin. El segundo párrafo del Art. 171 del 

C.P.C. establee€': "Cuando la ley prescribe formalidad 

determinada sin sanción de nulldad para la realización 

de un acto procesal, éste será válido, si habiéndose 

realizado de otro modo, ha cumplido su propósito". 

El Código Procesal Civil y Comercial de la Nación es 

más claro al respecto, pues prohibe declarar la invali­

dez, aun en los casos de nulidades expresas, si el acto 

no obstante su irregularidad, ha logrado la finalidad 

a que estaba destinado58. MAURIN059, con base en 

este precepto nos dice: "El principio finalista tiene 

una doble formulación, vinculada a la eficacia del 

acto, que determina a su vez una doble característica 

de su función: a) No basta la sanción legal específica, para 

declarar la nulidad de un acto, si éste no obstante su defec­

to ha logrado la finalidad a que estaba destinado (función 

atenuadora e integradora); y, b) No habiendo sanción 

legal específica, puede declararse la nulidad cuando 

el acto no ha cumplido su finalidad (función autóno­

ma)". 

La Cámara Nacional Civil de Argentina, Sala A, coin­

cidiendo con esta posición, expresa: "( ... ) la finalidad 

a que tienden los requisitos de los actos procesales no 

l!. Nuest1o CP C. estoblece "O.<presamente ia sanción de nulidad cuando en la audiencia de pruebas no se respeta el principio de inmediación 
(Arrs. ·,· clt,l TP. / 2C2); ""'' los casos ::!e incompetencia por lo materia, la cuantía y el territorio. esto última cuando es improrrogable (Art 35); 
en el supuesro de que el ¡uzgador no ooserve el principio de motivación de las resoluciones ¡udiciales (Arts. 50 y 611); y. en los ::lemós ca· 
sos '"o' po1 los Alts 68. 31. 108, 122. 165, 437, 521, 733, 741 y 805. 

por e¡>empio. uno resolución ¡udiciol en lo que no se ha indicada el lugar y la fecha en que se expide, de acueda a la previsto por el Art. 
122 dei Cociigo. e.s uno 1esoiuC1Ón nulo, sin emborgo. atendiendo o este principio, no podrá ser declarado como tal, todo vez que lo 
subsanaciÓn del vicio no influirá en su sentido ni en sus consecuencias". (ARRARTE ARISNABARRETA, Ano Moría. Op. Cit., p. 132). 

''- ibdem. p. 131 
o? TICONA POSTIGO, Víctor Op. Cit.. p. 319. 
'o Art. 169. Trascendencia de lo nulidad.· N1ngún acto procesal será declarado nulo si lo ley no prevé expresamente eso sanción. 

Sin embargo, lo nulidad procederá cuando el acto carezco de los requisitos indispensables poro lo obtención de su finalidad. 
~~o se podrá declarar la nulidad, aun en los cosos mencionados en los párrafos precedentes. si el acto, no obstante su irregularidad, ha logrado 
lo finalidad a que estaba destinado. 

5'1 MAURINO, Alberto Luis. Op. Cit., p. 39. 
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es otra que la de salvaguardar el adecuado ejercicio 

del derecho de defensa. Por consiguiente no puede 

haber declaración de nulidad cuando el acto impug­

nado, pese a su irregularidad, exista o no expresa san­

ción de esta ley, no ha afectado el mencionado dere­

cho"60. 

Si interpretáramos que la validez de un acto irregular 

que ha logrado su función está supeditado a que el 

mismo no se encuentre sancionado taxativamente con 

la nulidad, el resultado sería que, para los casos de 

nulidades expresas, el Art. 171 del C.P.C. se informa 

con el principio legalista de antaño; y, para los su­

puestos de nulidades implícitas, con el principio de 

finalidad del acto. Las implicancias prácticas de esta 

interpretación son enormes: 1) En el caso de una nu­

lidad expresa ya no sería necesario alegar y acreditar 

el agravio, sino tan sólo la configuración del supues­

to normativo; 2) La labor del juez se limitaría a 

subsumir el dato real en la hipótesis de la norma, sin 

entrar a valoraciones respecto a la finalidad del acto; 

y, 3) El acto irregular, así cumpla con su función, se­

ría nulo cuando exista una prescripción taxativa de 

por medio. En materia de nulidades expresas regresa­

ríamos a la época del "pas de nullité sans texte". 

No obstante lo expuesto, algunos autores consideran 

que si un acto viciado se subsume dentro de la hipó­

tesis de una nulidad expresa, es imposible que cum­

pla con su fin, ya que el agravio está implícito en la 

calificación legal. Aunque algo hemos adelantado, es 

importante indicar que, si bien la regulación de las 

nulidades expresas debe ser restringida sólo para los 

casos que produzcan - casi con seguridad - un estado 

de indefensión, esto no garantiza que siempre sea 

así61 . Con todo, las normas legales que regulan las 

nulidades taxativas, al ser ontológicamente generales 

y abstractas, no pueden prever las minucias del caso 

concreto, frente al cual el juez deberá crear una norma 

60 Citado por RODRÍGUEZ, Luis A. Op. Cit, p. 94- 95. 

particular. Por tanto, si del análisis de ese caso el juz­

gador estima que el acto irregular ha cumplido con su 

función, aún exista norma expresa, aquél será válido. 

No cabe, pues, una interpretación contrario sensu del 

Art. 171 del C.P.C, sino una interpretación finalista, 

que es la asumida por los procesalistas peruanos 

precitados. 

5.4. Principio de convalidación 

Por el principio de convalidación la parte perjudicada 

con el incumplimiento de una formalidad puede sa­

near el acto viciado, en forma expresa o tácita. Habrá 

convalidación expresa cuando la parte agraviada ra­

tifica el acto viciado; la convalidación será tácita cuan­

do el facultado para plantear la nulidad no formula 

su pedido en la primera oportunidad que tuviera 

para hacerlo. Si la declaración de rebeldía, por ejem­

plo, se origina en la notificación defectuosa de la de­

manda, y el demandado, apersonándose inmediata­

mente al proceso, no interpone -en el mismo acto- la 

respectiva nulidad, operará esta clase de convalida­

ción. Lo mismo ocurre si el juez omite proponer su 

fórmula conciliatoria y el supuesto perjudicado de­

nuncia el defecto con posterioridad a la audiencia. 

La convalidación tácita se fundamenta en el principio 

de preclusión, según el cual ciertas actividades proce­

sales deben realizarse en determinadas etapas o pla­

zos, luego de los cuales ya no es posible efectuarlas. 

Como expone MAURINO: "Si en tiempo y forma se 

pueden cuestionar las actuaciones y se guarda silen­

cio, ello hace presumir conformidad con el trámite. 

Razones de economía y consecuentemente de celeri­

dad procesal, así lo imponen". Aún más,"( ... ) frente a 

la necesidad de obtener actos procesales válidos y no 

nulos, se halla la necesidad de obtener actos procesa­

les firmes, sobre los cuales pueda consolidarse el de­

recho". En tal sentido, si quien tiene la carga de im-

61 "En el art 122 del C.P. C., relativo al contenido formal de las resoluciones judiciales, se sanciona con nulidad la emisión de ci~t:unstancias me­
ramente accesorias, como la "del número de orden del expediente", "el plazo para su cumplimiento" o la "condena de costas", que implican 
meros irregularidades perfectamente subsanables sin necesidad de acudir a una declaración de nulidad" (SERRA DOMfNGUEZ, Manuel. Op. 
Cit, p. 568) Véase nota No 55 
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pugnar el acto viciado no lo hace oportunamente, ha­

brá convalidación. 

Pero, ¿acaso todos los actos viciados son 

convalidables?. Algunos autores opinan en sentido 

afirmativo, alegando que el principio de preclusión 

relativiza cualquier pedido de nulidad. Otros sostie­

nen que la convalidación admite excepciones cuando 

se trata de nulidades absolutas o normas de orden 

público. No faltan quienes señalan que las nulidades 

no son nunca absolutas porque todas pueden ser con­

firmadas o purgadas por la cosa juzgada, la cual sa­

nea incluso las nulidades de orden público. 

Si bien esta problemática la vamos a desarrollar en un 

ítem posterior, desde ya adelantamos que, aparte de 

las nulidades relativas o subsanables, existen nulida­

des absolutas o insubsanables; y es mas, nulidades 

que trascienden a la cosa juzgada, tanto así que con­

tamos con una pretensión nulificante para el caso que 

la resolución final haya sido obtenida mediante frau­

de. 

Ligado al tema de la convalidación tácita tenemos 

otro asunto escabroso en la práctica, cual es el relacio­

nado con el momento en que puede plantearse la nu­

lidad. El punto reviste significativa importancia por 

cuanto, como hemos visto, la mayoría de las nulida­

des se convalidan si no se deducen a tiempo. La cues­

tión es: ¿desde qué momento y hasta cuándo pode­

mos considerar que estamos a tiempo?. 

Conforme al Art. 176 del C.P.C., "El pedido de nuli­

dad se formula en la primera oportunidad que el per­

judicado tuviera para hacerlo antes de la sentencia. 

Sentenciado el proceso en primera instancia, solo pue­

de ser alegada expresamente en el escrito 

sustentatorio del recurso de apelación .... Las nulidades 

por vicios ocurridos en segunda instancia, serán for­

muladas en la primera oportunidad que el perjudica­

do tuviera para hacerlo ... ". 

62 ARRARTE ARISNAVARRETA, Ano Moría. Op. Cit., p 135. 
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Si analizamos el dispositivo de marras, veremos que 

en caso exista sentencia de primera instancia no hay 

mayores inconvenientes (la nulidad se deduce con la 

apelación), pero si el vicio se presenta antes de esa 

sentencia o en la instancia superior: ¿cuál es esa pri­

mera oportunidad?. 

Regresando a los ejemplos planteados, es claro que si 

el juez no propuso la fórmula conciliatoria, la prime­

ra oportunidad que el supuesto perjudicado tuvo 

para deducir la nulidad se dio en la misma audiencia 

de conciliación, pues fue allí donde él tomó conoci­

miento del vicio y consintió que se produjera. Pero, 

en el caso de la notificación defectuosa de la deman­

da, en que el demandado se entera del proceso con la 

notificación del auto que declara su rebeldía o por 

otros actos no procesales, ¿hasta qué momento des­

pués de enterado del proceso podía interponer la nu­

lidad sin que hubiese operado la convalidación táci­

ta?. ¿Tres, cuatro, tal vez cinco días, dependiendo de 

la complejidad del asunto?. ¿Cuántos?. 

Como bien indica ANA MARÍA ARRARTE62, la fór­

mula de nuestro C.P.C., que sigue en este aspecto al 

Código General del Proceso de Urugttay, "( ... )pudiera 

no ser lo suficientemente clara, ya que al no señalar 

un plazo o un momento definido, no se sabe a ciencia 

cierta si se trata del primer escrito que presenta la 

parte perjudicada, o al primer escrito del que se de­

duce haber tomado conocimiento del vicio incurrido". 

Atendiendo a la naturaleza de la institución, la 

procesalista precitada concluye que debemos enten­

der que se trata del segundo caso. Sin embargo, esta 

interpretación no acaba con el problema: ¿si ese pri­

mer escrito, del que se deduce que la parte 

nulicidente ha tomado conocimiento del vicio, es pre­

sentado después de uno o dos meses de enterada, 

será procedente la nulidad? 

El sentido común, o si se quiere de justicia, nos dirá 

que no, pues lo contrario significaría un abuso del 
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derecho. Pero, ¿qué criterio tomamos para delimitar 

el plazo de interposición de la nulidad? En el C.P.C. 

no existe una norma que establezca de modo preciso 

un plazo para deducirla. En algunos supuestos puede 

recurrirse a los plazos de otros medios impugnatorios 

(por ejemplo al de la apelación, si la nulidad se en­

cuentra implícita en dicho recurso), pero ante casos 

como el propuesto, nuestro ordenamiento procesal no 

ofrece un criterio unívoco para su solución, abriendo 

el paso para posibles actuaciones temerarias. 

La única norma que hace alusión a un plazo para in­

terponer la nulidad es el lnc. 4) del Art. 184 de la 

L.O.P.J., que prescribe: "Son deberes de los magistra­

dos 4) Convalidar los actos procesales verificados con 

inobservancia de las formalidades no esenciales, si 

han alcanzado su finalidad y no han sido observados 

dentro del tercero día, por la parte a quien pueda 

afectar". Aunque esta disposición se restringe a deter­

minados supuestos, ante el vacío normativo, puede 

interpretarse que la parte agraviada, que no ha propi­

ciado, permitido o _dado lugar al vicio, tiene hasta tres 

días para deducir la nulidad, contados desde que 

tomo conocimiento del acto materia de la impugna­

ción. 

Ahora, en todo caso, es conveniente que se cambie la 

opción legislativa del C.P.C., por una en donde se es­

tablezca de modo preciso el plazo para deducir la 

nulidad, tal como lo hace, por ejemplo, el Código Pro­

cesal Civil y Comercial de la Nación Argentina63 

5.4.1. Categorías con efectos similares a la 

convalidación 

Nuestro C.P.C. también ha regulado otras institucio­

nes con efectos parecidos al de la convalidación pro­

piamente dicha. Así, el juez deberá abstenerse de in­

validar un acto cuando se produzca la aquiescencia 

de la parte perjudicada, el acto irregular logre la fina-

!idad para la que estaba destinado, la subsanación del 

vicio no tenga influencia en el resultado de la decisión 

judicial, o el error pudiera remediarse a través de la 

integración. Veamos ca~a uno de estos sur .. 2stos. 

a. Aquiescencia 

Cuando hablamos de aquiescencia queremos signifi­

car la convalidación producida por la propia voluntad 

de la parte agraviada, quien a través de su comporta­

miento demuestra su conformidad con el acto irregu­

lar. Así por ejemplo, si una parte o tercero legitimado 

no es citado a la audiencia de pruebas y, en lugar de 

interponer una nulidad, acude a ella, convalida . ; · . 

cio. La parte inicial del Art. 172 del C.P.C. es clara: 

"Tratándose de vicios en la notificación, la nuk.·cl ·•' 

convalida si el litigante procede de manera que pon­

ga de manifiesto haber tomado conocimien~o op<'r;· 

no del contenido de la resolución". 

b. Finalidad del acto 

Otra forma de convalidación, en los términos legale::,, 

se produce cuando el acto procesal, no obstante care­

cer de algún requisito formal, logra la finalidad para 

la que estaba destinado. En este caso el fin sí justifica 

los medios; por ello, inclusive con inobservancia de 

las formalidades previstas por la ley, el acto será Yá­

lido si cumplió con su función. El C.P.C. recoge esk 

principio, aparte del Art. 172, en su Art. 201, cuanc, 

prescribe: "El defecto de forma en el ofrecimiento ~' 

actuación de un medio probatorio no invalida éste si 

cumple con su finalidad. 

c. Subsanación 

Imaginemos que en un proceso de desalojo por ven­

cimiento de contrato, en el que ambas partes son co­

propietarias del inmueble, el juez declara improce­

dente la demanda por imposibilidad jurídica del 

63 Art. 170.· Subsanación.· lo nulidad no podrá ser declarado cuando el acto hoyo sido consentido, aunque fuee tácitamente, por lo porte in· 
te resada en lo declaración. 
Se entenderá que medio consentimiento tácito cuando no se promoviere incidente de nulidad dentro de los cinco días subsiguientes al conocí· 
miento del acto . 

...--------- ------ ------ -----
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petitorio, pero en lugar de utilizar la expresión des­

alojo por vencimiento de contrato, en varias oportuni­

dades usa desalojo por ocupación precaria. En este 

caso, ¿debería declararse la nulidad de la sentencia?. 

Si tomamos en cuenta que, cualquiera sea la causa 

petendi del desalojo (vencimiento de contrato, preca­

riedad o falta de pago), éste resulta imposible de 

cumplir, debido a la calidad de copropietario del de­

mandado, por sentido común, diremos que no. Pues 

bien, con esa misma lógica, el cuarto párrafo del Art. 

172 del C.P.C. prescribe: "No hay nulidad si la 

subsanación del vicio no ha de influir en el sentido de 

la resolución o en las consecuencias del acto proce­

sal". 

Retroceder lo avanzado para nuevamente caminar y 

llegar al mismo sitio, carece de cordura y genera un 

desgaste innecesario de esfuerzo, dinero y tiempo, 

que este principio tiende a evitar. 

d. Integración 

La integración es un mecanismo procesal que permi- . 

te al juez subsanar una resolución afectada por una 

incongruencia citra petita64. Conforme a la parte final 

del Art. 172 del C.P.C., una resolución judicial puede 

ser integrada por el propio juez que la expidió has­

ta antes de su notificación, después de ella y hasta el 

último día que las partes dispongan para apelarla, es 

posible que la integre cuando haya omitido pronun­

ciamiento sobre algún punto principal o accesorio. El 

juez superior también puede integrar la resolución 

recurrida, pero siempre y cuando la fundamentación 
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de la apelada aparezca en su parte considerativa65. 
• 

Si ni siquiera existe motivación, el juez superior debe 

declarar la nulidad de la resolución impugnada y 

devolver el expediente al A-quo, pues, si 1 L':--uelve 

sobre el punto omitido, violaría el principio de doble 

instancia; y, por ende, el derecho a un debido proce­

so66_ 

5.5. Principio de conservación 

Toda nulidad implica un retroceso en el iter procesal; 

y, por consiguiente, mayor dilación; esto la convierte 

en un remedio de ultima ratio, de uso limitado y ex­

cepcional. La regla, entonces, es la de la conservación 

de los actos procesales, la cual sólo admite excepcio­

nes ante supuestos de indefensión. Con base en esta 

premisa, la nulidad únicamente opera respecto al acto 

viciado y no se extiende a los demás actos del proce­

so, si éstos son independientes de a~uél. Asimismo, 

ante casos de nulidad parcial, el segmento no viciado 

del acto mantiene su eficacia, si es autónomo respec­

to a la porción invalidada67. 

5.6. Principio de protección 

Uno de los presupuestos de la nulidad es la ausencia 

de culpa o dolo de quien la alega. Antes bien, quien la 

deduce debe acreditar un perjuicio cierto y actual a su 

derecho de defensa, demostrando también su interés 

en la subsanación del vicio. No procede, por tanto, el 

pedido de nulidad de la parte que ha propiciado, per­

mitido o dado lugar al error in procedendo68, pues, de 

otro modo se premiaría la conducta del litigante que 

actuó con negligencia; y, si su actitud es dolosa, se fo-

64 "Esta clase de incongruenCia se produce cuando el juez, en su decisión, incumple con su deber de pronunciarse respecto de todos los puntos 
controvertidos u omite referirse o alguno de los pedidos que los justiciables dedujeron en el proceso". (ZAVALETA RODRIGUEZ, Róger E. "La con­
gruencia de las resoluciones judiciales". En: Diálogo con la jurisprudencia, No 09, Gaceta Jurídica, Lima, 1998, p. 214. 

65 C.P.C..- "Artículo 370.- Competencia del juez superior.- El juez Superior ( ... ) puede integrar lo resolución apelado en la parte decisoria, si la 
fundamentación aparece en la parte considerativa ( ... ). , 

66 Cf. ZAVALETA RODRIGUEZ, Róger E. Op. Cit. pp. 214- 215: CARRION LUGO, Jorge. Op. Cit, pp 397- 398; y, ARRARTE ARISNABARRETA, 
Ana María. Op. Cit, p. 132 

67 C. P.C..- Articulo 173.- Extensión de la nulidad.- La declaración de nulidad de un acto no alcanza a los anterioes ni a los posteriores que sean 
independientes de aquél. 
La invalidación de una parte del acto procesal no afecta a las otras que resulten independientes de ella, ni impide la producción de efectos para 
los cuales el acto es idóneo, salvo disposición expresa en contrario. 

68 C.P.C..- Artículo 175.-lnadmisibilidad o improcedencia del pedido de nulidad.- El pedido de nulidad será declarado inadmisible o impocedente, 
según corresponda, cuando: 
l. Se formule por quien ha propiciado, permitido o dado lugar al vicio ... " 

·-· ------·---------·-

DERECHO & SOCIEDAD • 



RÓCER E. ZAVALETA RODRÍGUEZ 

mentaría la temeridad. Este es el sustrato del princi­

pio de protección, que tiene su base en la doctrina de 

los actos propios, la cual -aplicada al caso- significa 

que nadie puede fundar una nulidad en su propia 

conducta, pues no tendría interés para proponerla; y, 

por consiguiente, carecería de legitimación. 

VI. DISCUSIÓN Y RESULTADOS 

Llegados a este punto, es momento de tomar una po­

sición respecto a toda la problemática expuesta en la 

parte introductoria. Para ello partiremos de tres ideas 

fuerza: 1) El derecho fundamental al debido proceso 

es el presupuesto y fin de toda nulidad procesal; 2) El 

acto procesal, como objeto de la invalidación, deter­

mina un régimen distinto del que corresponde a las 

nulidades que recaen sobre los actos jurídicos civiles; 

y, 3) Los principios que informan a las nulidades pro­

cesales, fundamentados en la propia naturaleza del 

acto objeto de la invalidación, constituyen la base so­

bre la cual debe estructurarse dicho régimen. 

6.1. Vicios que causan la nulidad procesal 

Como bien afirma la profesora ARRARTE69, en doc­

trina y en las legislaciones procesales contemporá­

neas, existe discrepancia en torno a los vicios que 

pueden originar nulidades. Así, un sector limita su 

aplicación al quebrantamiento de las formas del acto 

procesal o a los llamados vicios extrínsecos, mientras 

que el otro extiende su campo a las infracciones de 

cualquiera de los demás elementos de dicho acto (vo­

luntad, objeto y causa), denominadas vicios intrínse­

cos. 

69 ARRARTE ARISNABARRETA, Ana María. Op. Cit. p. 129. 
70 COUTURE, Eduardo "Estudios ... ". Op. Cit, p. 129. 
71 ALSINA, Hugo. Op. Cit, p. 627. 

COUTURE70, por ejemplo, expresa que:"( ... ) siendo el 

acto procesal un conjunto de formas dadas de ante­

mano por el orden jurídico, la nulidad consiste en el 

apartamiento de ese conjunto de formas 1 1ccesa · · · 

establecidas por ley". Parecido criterio tiene 

ALSINA71, para quien "la nulidad procesal es la san­

ción por la cual la ley priva a un acto de sus efectos 

normales, cuando en su ejecución no se han guarda­

do las formas prescritas por la misma". 

Estos autores, como LIEBMAN, CARLOS y 

SATTA72, limitan el ámbito de la nulidad al aspec­

to formal o extrínseco del acto, dejando fuera a su 

contenido o lado intrínseco. Esta restricción s~ i un­

damenta; primero, en la presencia del juez, la mis­

ma que -de acuerdo con los partidarios d" • 

rriente- impide que una parte actúe en el proce' 

bajo la presión de la otra, descartando , . n e' 

dolo, la violencia y la intimidación7'; "c'gund. 

seguridad jurídica y los principios procedimentales 

de celeridad y economía, que obstan la reparación 

de errores, deficiencias y omisiones, invocando la 

falta de intención por parte del nulicidentP74; terce­

ro, en la actuación desmedida del principio de con­

validación, hasta el punto de sostener que todas las 

nulidades, incluso las que se deben a vicios sustan­

ciales, como la incapacidad, el dolo, la violencia, el 

fraude y la simulación, son convalidables75; y, cu<>r­

to, en el hiperdesarrollo de la teoría de la cosa juz­

gada, que en algún momento llevó al extremo el 

principio de la intangibilidad de la sentencia76, peru 

que ya fue dejada de lado, como lo demuestra, en 

nuestro país, la regulación del proceso de nulidad 

de cosa juzgada fraudulenta. 

72 Citados por MAURINO, Alberto L. Op. Cit. p. 15. 
73 "Dada la presencia de un órgano del Estado en el proceso los actos que ante él se realizan, cuando aparecen exteriormente del modo exig·,. 

do, son eficaces, aunque la disposición intema de su autor no coincida contra la que de hecho revela. Como regla general ha de afirmarse, 
pues, en derecho procesal, la prevalencia de la voluntad declarada sobre la voluntad real ( ... ). salvo una prescripción en contrario" (GUASP, 
Jaime, Op. Cit., p. 255) 

74 "Los litigantes no pueden ser negligentes en la apreciación de las circunstancias de hecho que fundan sus actos; ya que, de lo contrario, po· 
drían procurar la reparación de los errores, deficiencias y omisiones que les perjud·,can, invocando la falta de ·mtención, con lo cual el litigio 
se complicaría y dilataría desmesuradamente". (PODETII, citado por BERIZONCE, Roberto O. Op. Cit., pp. 26- 27). REDENTI participa de 
la misma posición, cuando expresa: "( ... ) si para cada acto de procedimiento se admitiera una indagación acerco de la correspondencia de 
los efectos con la intención y acerca de lo formación de lo voluntad interior, el proceso no marcharía". (Citado por GARROTE, Angel F. Op. 
Cit' p. 46) 

75 MARTINEZ, Osear J. "Los vicios del consentimiento en la realización del acto procesal" En: "Estudios de Nulidades". Op Cit., p. 58. 
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De lo hasta aquí expuesto, resulta claro que cuando la 

voluntad exteriorizada en el acto procesal es lícita y 

coincide con la voluntad interna del agente, no hay 

problema alguno. Pero, si aquélla es contraria a la ley 

o la referida coincidencia no existe, ¿se puede soste­

ner que el acto procesal es válido?. ¿Es posible que en 

el proceso se protocolicen actuaciones con fines o pro­

pósitos ilícitos?. ¿La ignorancia, el error, el dolo, la 

violencia o la intimidación no interesan en el proceso 

como vicios de la voluntad?. 

La doctrina mayoritaria es de la opinión que estas 

anomalías sí pueden afectar a los actos procesales. 

ESCLAPEZ77 fue uno de los autores que con más 

ahínco ha propugnado esta tesitura, diferenciando el 

acto procesal que padece de vicios intrínsecos o de 

contenido, que conspiran contra su validez, y el acto 

procesal viciado extrínsecamente o en sus formas, que 

es el que, de ordinario, determina la declaración de 

nulidad. 

Cómo negar, por ejemplo, la posibilidad de que la 

causa de un acto sea ilícita, si las defraudaciones por 

la vía procesal son cada vez más numerosas, o que un 

acto doloso afecte la voluntad del juzgador, de las 

partes o de los demás intervinientes, si sabemos que 

en varias ocasiones esto suele ocurrir. Entonces, es 

lógico que asintamos que es factible no sólo invalida­

ción por vicios en la forma de los actos procesales, 

sino también en su contenido. No obstante, es de ad­

vertir que ello está sujeto a algunas consideraciones, 

las cuales vamos a precisar a continuación. 

Para empezar, el error de derecho y la ignorancia no 

pueden ser admitidos en el proceso, ya que el patro­

cinio del abogado los descarta78 ("ignorantia iuris non 

excusat''). Los yerros fácticos, por el contrario, sí go-

76 Cfr. lbidem. p. 57; y. PEYRANO, Jorge W Op. Cit. p. 350 
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zan de admisión, aunque debemos tener en cuenta su 

procedencia y calidad. Si es el juzgador quien come­

te los errores, las partes disponen de los medios 

impugnatorios respectivos y, de ser el cJso, _,, ''"i,mo 

puede corregirlos79. Si es uno de los justiciables el que 

yerra, (v.g. si el actor demanda interdicto de recobrar 

respecto de un inmueble que no es el desposeído o 

contra persona distinta del verdadero poseedor), él 

podría subsanar los defectos vía la modificación de su 

demanda o, en su caso, el juez puede dar por conclui­

do el proceso (como pasaría por ejemplo, en el su­

puesto de una demanda interpuesta ante un juez in­

competente). Si otros sujetos procesales, como los tes­

tigos o los peritos, incurren en errorés, ellos pueden 

rectificarse, o bien la parte perjudicada puede aportar 

prueba sobre el error; en cuyo caso la eficacia proba­

toria de la testimonial o el peritaje será apreciada por 

el juez. En fin, cada circunstancia amerita un análisis 

meditado con relación a la forma de su subsanJción, 

desde luego, siempre que ésta fuera posible y no me­

die sentencia con calidad de cosa juzgada. 

El dolo procesal, esto es, todo embuste .. artificio o en­

gaño destinado a causar indefensión, también es ad­

mitido como vicio intrínseco. Así, los casos de adulte­

ración de cargos, del contenido de los escritos, de ac­

tas judiciales, de fechas en las notificaciones, etc., son 

causa de nulidad de los actos procesales. 

La violencia y la intimidación también participan de 

este género. De hecho, puede acontecer que en el pro­

ceso una parte ejerza coacción sobre •la otra, a fin de 

determinarla o constreñirla a realizar un acto que de 

otro modo no Jo hubiese efectuado. "La extorsión, nos 

dice ESCLAPEZ80, interviene en no pocos 

desistimientos, transacciones y convenios judiciales, 

bajo la apariencia de un perfecto acuerdo y bajo el 

77 Citado par GOZAINI, Osvaldo A Op. Cit. p. 232. Véase, también BERIZONCE. Roberro O. Op. Cit. pp. 25- 26; y, MAURINO, Alber­
to l. Op. Cit, p. 16. 

78 Cfr. PODETII. Ramiro. Op Cit. p. 198; MARTINEZ. Osear j Op. Cit., p. 63; BERIZONCE, Roberto O Op. Cit., p. 27. GOZAINI, Osvaldo 
A, Op. Cit., p. 236; y. MAURINO, Alberto l. Op. Cit. p. 30. 

79 C.P.C..- Artículo 407'.- Corrección.- Antes que la resolución cause e¡ecutorio, el ¡uez puede, de oficio o o pedido de porte y sin trámite algu­
no, corregir cualquier error matenal evidente que contenga. los e~ores numéricos y ortográficos pueden corregirse incluso durante la e¡ecucián 
de la resolución ( 1 

80 Citado por GOZAINI. Osvaldo A. Op. Cit. p. 237 
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manto de la aprobación judicial". En la mayor parte 

de los casos, la intervención del juez no constituye 

una garantía para la presunta víctima; por el contra­

rio ésta se procura como medio idóneo para que la 

extorsión quede impune. Pensemos, por ejemplo, en 

el caso de la conclusión anticipada del proceso vía 

transacción, por la cual el deudor se compromete a 

cancelar, además de la suma reclamada, intereses leo­

ninos, o en el otro, en el que el trabajador demandan­

te se desiste de su pretensión de cese de hostilidades, 

bajo la amenaza de su empleador de despedirlo. En 

estos supuestos, sin lugar a dudas, se intentará la 

aprobación judicial de tales actos, ante ello el juez 

debe estar atento, a fin de declararlos improcedentes. 

Dentro de los vicios atinentes al contenido del acto 

procesal también encontramos a los vicios de la bue­

na fe, como el fraude y la simulación. A través de es­

tas maniobras se busca que el juez incurra en error, 

por medio del engaño. Se trata de formas de dolo bi­

lateral que indudablemente vician la voluntad del 

juzgador y deben ser invalidadas. El caso del proceso 

sobre tercería de derecho preferente, iniciado con pos­

terioridad al proceso simulado de pago de beneficios 

sociales, es un ejemplo de esta clase de vicios. 

6.2. Grados de nulidad: subsanables, 

insubsanables y que trascienden al proceso 

Este es el punto más controvertido de las nulidades; 

pues, como dice VESCOVI81, "Casi podríamos afir­

mar que cada procesalista tiene sus ideas en esta ma­

teria". "Algunos- continua el ilustre maestro urugua­

yo- mantienen las categorías de nulidades relativas y 

nulidades absolutas y las hacen coincidir con las de 

anulabilidad y nulidad o de nulidades perseguibles 

de oficio o solo a petición de parte. Otros, los más, 

incluyen la categoría de la inexistencia. Muchos en-

tienden que en el derecho procesal no hay nulidades 

absolutas; muchos otros, que las nulidades aun abso­

lutas en el proceso, son siempre convalidables y has­

ta que no se declaren, el acto conserva , ··' dec' 

Hay quienes ponen el acento, para la diferenciacion 

en los diversos actos: existen nulidades que se refie­

ren a la constitución del proceso mismo, y otras, a los 

actos procesales ( ... )". 

Quienes sostienen que en el proceso sólo hay nulida­

des relativas se fundan,en el principio de preclusión, 

el cual determinaría la convalidación automática de 

todas las nulidades cuando transcurre la oportunidad 

para cuestionar los actos viciados. En el proce: ,), ,,;_ · 

embargo, existen nulidades insubsanables, ya sea pr'' 

que se refieren a vicios que afectan normas e 

público, lesionan la validez de la relación r· -,;::n"" 

impiden un examen sobre la fundabilid< 

tensión. En estos casos resulta irreleva;·, .. 

miento tácito o expreso por parte del per¡umLauc' 

La ausencia del juez en una audiencia de pn. ,_.]-,, 

o la falta de publicidad del remate84, p<~r>~ PjPmr"'-

ficar la violación a normas de orden p,·, · ' a · 

competencia por la materia, incapacid.tú, dusen,:•. 

de interés o falta de legitimidad para obro'· como 

ejemplos de vicios que afectan la validez de la rela­

ción procesal; y, en el caso de las "condiciones o· '· 

acción", impiden un ,examen sobre el fondo , 

asunto, configuran nulidades que no se con alJua, 

tácitamente ni les alcanza la preclusión. 

Puede suceder, por ejemplo, que el juez no esté Fe· 

sente en la audiencia de pruebas y ninguna de las 

partes o tercero legitimado denuncie el vicio. En este 

supuesto, bajo los cánones de la nulidad relativa y el 

principio de protección, diríamos que no proCE·de una 

invalidación deducida después de la audiencia; no 

81 VÉSCOVI, Enrique. Op. Cit. pp. 299 · 300. 
82 Cfr. RIVAS, Adolfo. Op. Cit, p 675 
83 C.P. C. T. P.· Artículo V- Principios de inmediación, concentración, economía y celeridad p10cesales.· "Las audiencias y la actuación de medios 

probatorios se realizan ante el Juez, siendo indelegables bajo sanción de nulidad. Se exceptúan las actuaciones procesales por comisión ( ... )'' 
84 CP.C.· Artículo 733.- Publicidad.-"( ) 

La publicidad del remate no puede omitirse, aunque medie renuncia del ejecutado, bajo sanción de nulidad". 
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obstante, como se trata de una nulidad insubsanable, 

inclusive el juzgador puede declararla de oficio85. Es 

posible, también, que la parte demandada no inter­

ponga oportunamente la excepción de incompetencia 

por la materia, el juez no advierta el error y, por tan­

to, sanee el proceso. En este caso, aún con la existen­

cia de una declaración sobre la validez de la relación 

procesal, detectada la incompetencia, el juez, t~mbién 

de oficio, puede ordenar la nulidad de todo lo actua­

do86. Acá, obviamente, el saneamiento del proceso 

sería ineficaz87 88. 

Las nulidades, entonces, son insubsanables en la me­

dida que los vicios que las propician son trascenden­

tes y no pueden ser convalidados o remediados por la 

aquiescencia de la parte perjudicada, el cumplimien­

to de la finalidad del acto irregular o la integración. 

Contrario sensu, son subsanables en tanto puedan 

remediarse por cualquiera de las formas aludidas. En 

el primer caso, hablamos de vicios de tal magnitud 

que vulneran normas de orden público89 -indispensa­

bles para la configuración de un proceso con todas las 

garantías-, vicios que afectan la validez de la relación 

procesal o vicios que impiden un pronunciamiento 

sobre el fondo de la controversia. En el segundo caso, 

la nulidad sólo se refiere a normas procesales que es-

EL LABERINTO DE LAS NULIDADES PROCESALES 

tablecen derechos de carácter dispositivo, a uno o va­

rios actos procesales; y, a vicios que no obstan una 

declaración judicial sobre el fondo del asunto. 

Por lo expuesto, discrepamos con quienes postulan 

que en el proceso todas las nulidades son relativas, 

así como con quienes señalan que, aún existiendo 

nulidades absolutas, ellas son convalidables. El fun-
' damento de esta última postura radica en que nada 

tiene que ver el hecho de que la nulidad sólo produz­

ca efectos una vez declarada, con el grado del vicio 

que la aqueja (subsanable o insubsanable). 

Vinculado con el punto de las nulidades 

insubsanables está el tema de su límite temporal. La 

inquietud reviste suma trascendencia en tanto, como 

hemos observ,do, este tipo de nulidades no 

precluyen ni se convalidan por el consentimiclito del 

justiciable presuntamente agraviado; y, t1mpoc n, c·l'· 

tienen eficacia si no media declaración judicial. Acá, 

conviene tener en cuenta la naturaleza del acto proce­

sal y el contexto del que forma parte. 

"En el campo del derecho privado, la nulidad de ple­

no derecho priva al acto o negocio jurídico de cual­

quier efecto, sin límites de duración temporal. Un 
• 

85 C.P. C..- Artículo 176°- Oportunidad y trámite.-'(. )los jueces sólo declararán de oficio los nulidades insubsanobles. mediante esolucián mo­
tivada, reponiendo el proceso al estado que correspondo 

86 C.P. C..- Artículo 35".- Incompetencia- 'lo incompetencia por rozón de la materia, la cuantía y el tecitorio, esta última cuando ec impro•roga­
ble, se declara de oficio en cualquier estado y grado del proceso, sin perjuicio de que pueda ser invocada como excepción. 
Al declarar su incompetencia, el juez declarará asimismo la nulidad de lo actuado y la conclusión del proceso ( ... )' 

87 C.P.C..- Artículo 466°- Efectos del saneamiento del proceso.- 'Consentida o e1ecutoríada la resolución que declara la existencia de una rela­
ción jurídica procesal válida. precluye toda peticrón referida. directa o indirectamente, a la validez de la relación citada' 

88 '( ... ) no puede coexistir una decisión de saneamiento frente a nulidades que la hacen casi un absurdo al interior de esa relación. Por eso el Có­
digo Procesal Civil el artículo 121, cuando define los alcances de una sentencia dice: 'mediante la sentencia el juez pone fin a la instancia 
( ... ) pronunciándose sobre el derecho de las portes o e.\cepcionalmente sobre la validez de la relación procesal'. Más cloro ni el agua. El juez, 
incluso el que saneo el prc;ceso y declaró que todo está muy bien puede dictar sentencia declarando por ejemplo, improcedente la demanda. 
Sin lugar a dudas, sr saneo y en el camrno se da cuenta que no hay legrtrmrdad para obrar 2como va a declarar fundada la demanda? o ¿rn­
fundada si falta una condición de la acción2 Srn embargo. hemos visto una duda casi existencial de algunos señores jueces que se han incli­
nado por declarar, en atención al artículo 466 (. ). que en efecto como ya saneó, no hay forma par preclusión de _volver atrás. Creo que aquí 
hay que tomar conciencia que b categoría de nulidades insubsanables impone una revisión de este criterio' (RAMIREZ JIMENEZ. Nelson. O p. 
Cit., p. 531) Coincide CARRION LUGO, jorge Op Cit, p. 362. Al igual que los autores precitados, somos de la opinión que cuando se 
produce una nulidad insubsanable ésta debe ser declarada aún después de saneado el pR:Jceso. Y es que, más allá de la previsión del Art. 
121 del C.P.C., no se puede sosloym que el hecho de que la cooeccián de los formas procesales es un requisito indispensable para el análi­
sis sobre la fundabilidod de lo pretensrón 

89 Tal como lo expone Ali\V>.C_;Ro ~~OSETE, "( ) la expresión de orden público es de carácter vago e indeterminado y su contenido sumamente 
variable en relación con las condicrones jurídico-políticas de una sociedad dada( ... ). Más esta inconcreción no significa desconocer la impor­
tancia del concepto de orden público. Si establecer lo dificultad de f;¡ar su contenido". Este autor, comentando el caso español, nos indica que 
algunas sentencias se refieren a todas las normas procesales como normas de orden público; otras, a un orden público procesal, y otras, en 
fin, a una afectación trascendental del orden público (Véase ALMAGRO NOSETE, José. "Consideraciones de Derecho Procesal", librería Bosch, 
Barcelona, 1988, pp. 303 -316) Si admitiéramos que todas las normas procesales son de orden público -lo que nada afecta que sean todas 
de Derecho Público- desconoceríamos la graduoción ele la rneficacia o invalidez en cuanto a los actos procesales, con la consecuente desapa­
rición de la nulidad relativo. Entonces, sólo determinadas normas procesales pueden considerarse como de orden público y, dicha calificación, 
únicamente puede atribuirse tenrendo en cuenta la naturaleza y objeto de cada norma, confrontada con los principios indispensables para la 
existencia de un proceso 
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acto radicalmente nulo sigue siendo nulo por mucho 

que transcurra el tiempo. La nulidad de los actos pro­

cesales tiene un límite fijado por la ley más allá del 

cual el defecto deviene en irrelevante. Dicho límite 

está fijado por la sentencia definitiva"90. 

Este criterio que, al parecer, entra en contradicción 

con el carácter insubsanable de algunas nulidades, es 

impuesto por necesidades prácticas de obtener, al fi­

nal del proceso, una resolución con la autoridad de 

cosa juzgada. CARNELUTTI91 es quien mejor explica 

este hecho: "( ... ) si una resolución no es válida, ello 

quiere decir que no es eficaz, y su eficacia consiste en 

la cosa juzgada, ello significa que no produce cosa 

juzgada. Pero, por otra parte, exigencias prácticas fun­

damentales han llevado a modificar esta posición ló­

gica( ... ). La nulidad de un acto representa una pérdi­

da que dentro de lo posible ha de ser evitada, con 

más motivo cuanto mediante la decisión halla el pro­

ceso su fin, y el peligro consiste en tener que reco­

menzar". 

Únicamente ant~ casos excepcionales se acepta el 

rompimiento de la cosa juzgada - mucho más si hace 

de lo blanco, negro, y de lo cuadrado, redondo -. Su 

invalidación sólo procede, siempre que existan vicios 

trascendentes respecto a los cuales el justiciable no 

tuvo la posibilidad de impugnar92. En nuestro país, 

los procesos de amparo contra resoluciones judiciales 

y nulidad de cosa juzgada fraudulenta, están destina­

dos para tal fin93_ 

6.3. Nulidades de oficio 

Según hemos podido ver, nuestra legislación procesal 

ha optado por asimilar las nulidades insubsanables 

con las nulidades de oficio. Con esta postura nos 

apartamos de concepciones rígidas, como la de 

SALVATORE SATTA94, quien sostenía la procedencia 

.de la invalidación de oficio sólo cuando la ley lo indi­

ca expresamente. .. 
La regulación peruana permite un mayor 

protagonismo del juzgador, pues es él a quien le co­

rresponde determinar la insubsanabilidad de un 

error; y, por tanto, su invalidación de oficio. 

Adviértase la trascendencia de la calificación judicial, 

en tanto de ella depende que la nulidad cumpla con 

su fin de tutela al debido proceso o se convierta en 

instrumento para dilatar el trámite de 1~ 

heterocomposición. 

Para el uso correcto de la nulidad de oficio el ¡ue; 

debe tener en cuenta dos situaciones: 1) que e! afprt1-

do tenga la posibilidad de impugnar el ack 

del vicio; y, 2) que carezca de dicha posióil ."ad. L_,¡ '-· 

primer caso, las nulidades son - por lo general - relcl­

tivas; en el segundo, precisamente por la situación de 

desigualdad del afectado, son insubsanables. Por 

ejemplo, una notificaci~n defectuosa de la demanda -

generalmente - impide que el justiciable se apt·rsone 

al proceso y ejercite su derecho de defensa; en este 

sentido, si por su desconocimiento le es imposible 

impugnar dicho acto, el juez - de mutuo propio -

debe declararlo nulo. 

La nulidad de oficio también procede cuando los ac­

tos viciados no pueden ser invalidados a pedido de 

parte, porque debieron denunciarse como excepción. 

Claro, siempre que los mismos sean insubsanables. La 

precisión viene al cuento porque el Art. 454 del C.P. C. 

prescribe que "Los hechos que configuran excepcio-

90 RAMOS MENDEZ, Francisco. Op. Cit., p. 356. 
91 CARNELUTII, "Sistema de Derecho Procesal Civil, T.l., Trad. de Alcalá Zamora y Castillo y Santiago Sentis Melendo, Uteha, Buenos Aires p. 

236. 
92 Cfr. MONROY PALACIOS, Juan "Planteas generales en tomo a la revisión civil". En: Revisto Peruano de Derecho Procesal, T. 11. Lima, 1998, p. 

119. 
93 "( ... )la nulidad de cosa juzgada fraudulenta sirve sólo para aquellos casos en que la transgresión ha ocurrido por fraude procesal. mientras que 

el amparo es para todo el otro paquete. para toda la gama de afectaciones no ocurridas por fraude procesal". (Entrevista al doctor Juan Monroy 
Gálvez. Nulidad de cosa juzgada fraudulenta. En: Revisto Normas Legales. Trujillo, Normas Legales Editpra, Enero de 1997. Tomo No 248, p. 
A-56) 

94 SATIA, SALVATORE. "Manual de Derecho Procesal Civil", Vol. 1, Trad. de Santiago Sentís Melendo y Fernando de la Rua, ¡;JEA, Buenos Aires, 
1972, p 239. 



nes no podrán ser alegados como causal de nulidad 

por el demandado que pudo proponerlas como ex­

cepciones". La pregunta es: ¿Qué sucederá en el caso 

de un vicio insubsanable, como la incompetencia por 

la materia, en que el juzgador advierte el vicio con la 

nulidad de parte que pudo deducirse como excep­

ción?. Al respecto es importante tener presente que la 

télesis de la norma precitada se encamina a evitar di­

laciones indebidas y propender a que el comporta­

miento de los justiciables se realice de acuerdo a los 

principios de oportunidad, buena fe y lealtad proce­

sales. No obstante, si el juez verifica que el motivo de 

la nulidad que pudo deducirse como excepción apa­

reja una nulidad insubsanable, puede declararla, eso 

sí imponiendo a la parte que la alego en forma in­

oportuna una multa por su comportamiento temera­

rio. En este caso no opera la preclusión, pues con un 

vicio de tal magnitud la propia relación procesal 

devendría en inválida o, en su caso, le sería imposible 

al juzgador emitir un pronunciamiento válido sobre el 

fondo de la controversia. 

6.4. Inexistencia 

Conforme lo señala la profesora de Derecho Civil de 

la Universidad Católica del Perú, Dra. SHOSCHANA 

ZUSMAN95, el tema de la inexistencia como figura 

autónoma ha dado lugar a intensas polémicas duran­

te varios siglos. 

Su origen se remonta a la antigua doctrina francesa, 

que introdujo el principio de legalidad al campo de 

las nulidades y lo sintetizó en el brocardo: no hay 

nulidad sin texto. Este principio, confrontado ante 

casos límite, como el matrimonio de dos personas del 

mismo sexo, demostró la insuficiencia de la nulidad 

para obtener la ineficacia de hechos jurídicos con un 
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defecto tan esencial que los comprometía en sí mis­

mos; y, en determinados casos, que repugnaban la 

moral y las buenas costumbres. Fue así como empezó 

a elucubrarse la doctrina de la inexistencia, pe: ra , bte­

ner la ineficacia de hechos que, de otro modo, hubie­

sen producido efectos, debido a la imposibilidad de 

declarar su invalidez, por falta de sanción legal expre­

sa96_ 

En el campo del Derecho Procesal Civil, donde tam­

bién regía la regla "pas de nullité sans texte", la mayo­

ría de autores acogieron y todavía acogen esta catego­

ría, con la finalidad de justificar la ineficacia de algu­

nas situaciones procesales no sancionadas expresa­

mente con la nulidad. El caso de la sentencia dictada 

por quien no es juez, el proceso que condena a quien 

no fue demandado, el escrito sin firma o con firma 

falsa, la sentencia a non iudice o con decisión inlierta 

o imposible, son algunos de los ejemplos que v.1:iu~ 

autores dan sobre inexistencia. 

Dentro de esa línea, ORTELLS RAMOS97, por ejem­

plo, justifica la utilidad de esta figura (siguiendo a 

DE CASTRO) en que sirve para suplir las deficiencias 

de un sistema que exige la expresión legal de los su­

puestos de nulidad. Según este autor, la inexistencia 

se producirá, aún en defecto de disposición legal, en 

caso de incurrir el acto en un vicio más grave que el 

que por ley genera nulidad. 

Otros procesalistas, por su parte, encuentran justifica­

ción a la inexistencia en su calidad de válvula de es­

cape respecto al efecto sanatorio de la cosa juzgada98. 

En este sentido, GARCIA MARTÍW9 nos dice: "( ... ) la 

sanatoria produce una grave disfunción conceptual 

sobre la nulidad radical. Mirada en su conjunto es 

una institución favorable, en la medida que acrecienta 

95 ZUSMAN TINMAN, Shoschono. 'Teoría de lo invalidez y lo ínefícocío". En: [us Et Veritas, No 7, revisto editado por los estudiantes de lo Fa-
cultad de Derecho de lo PUC, Limo, Noviembre de 1993 , p. 160. ' 

96 Actualmente, en el ámbito del Derecho Civil, lo figuro de lo inexistencia ha sido prácticamente descartado, debido o lo aceptación de lo nuli­
dad virtual (Cfr TABOADA CORDOVA, Lízordo. 'Acto Jurídico: Propuestos de Enmiendo". En: Congreso Internacional: Diez Años del Código Civil 
Peruano. Balance y Perspe~tívos, U, Universidad de Limo, Limo, 1995, p. 292. 

97 Citado por GARCIA MARTIN, Juan Op. Cit, p. 913. 
98 En este sentido MANDRIOLI, Corso dí Díritto Processuole Civile, Vol. 1, óto. Edic., Toríno, 1987, p. 382. (Citado por GARCIA MARfÍN, Juan. 

Op. Cit, p. 903) 
99 GARCIAMARTIN.Juon Op. Cit. p. 915. 
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la eficacia en el proceso, reforzando con ello la segu­

ridad jurídica. En cambio, observada desde la pers­

pectiva del caso concreto y particularmente desde el 

resultado, puede conducir a postulados inaceptables 

( ... ).Si el legislador no ofrece remedios ha de buscar­

los el intérprete, el Juez, y estos remedios pasan por el 

concepto de inexistencia, cuya única utilidad, en el 

derecho procesal es precisamente de válvula de esca­

pe a casos particulares en los que el defecto 

distorsionador de la sanatoria impondría resultados 

impresentables. Pero sólo desde esta perspectiva, de 

la absoluta inaceptabilidad del resultado, puede justi­

ficarse recurrir a ella". 

A nuestro criterio y desde la óptica que nos da el or­

denamiento jurídico del Perú, la inexistencia no tiene 

cabida en el ámbito del proceso, pues las razones que 

antes justificaban su empleo han desaparecido. En 

efecto, la regla "pas de nullité sans texte" fue sustituida 

por el principio "pas de nullité sans grief' y la cosa juz­

gada ya no sacraliza todas las nulidades, sino sólo las 

que devienen de un proceso regular. Además, las ca­

racterísticas del acto inexistente, de no producir nin­

gún efecto, no necesitar de invalidación, la imposibi­

lidad de ser convalidado y la facultad de alegación 

por cualquier interesado, ceden ante determinados 

supuestos, hasta el punto de incurrir en una 

contradictio in adiecto10D. 

Uno de los ejemplos más comunes de inexistencia es 

la demanda interpuesta sin firma de parte101 . Imagi­

nemos que un juzgado, ante la presentación de este 

escrito, no advierte la deficiencia, y corre el traslado 

respectivo. La otra parte tampoco se da cuenta, opor­

tunamente, de dicha omisión y continúa con el trámi­

te de la litis. En este caso, ¿podría declararse la inexis­

tencia de todo un proceso, pese a que en el expedien­

te obran otros escritos presentados por el demandante 

que confirman su intención de iniciar y proseguir con 

• 
el mismo?. El asunto, dicho sea de paso, no es uno ex-

traído del gabinete, se trata de un caso real que se dio 

en la Argentina y, también, en el Perú. 

"La Sala lra. de la Cámara de Apelación en lo Civil y 

Comercial de Santa Fe sobre el particular sostuvo que 

la inexistencia del acto procesal -demanda con firma 

apócrifa- queda purgada si se integra con otro autén­

tico -contestación de demanda- que produce la cons­

titución de la relación procesal, deviniendo en tal caso 

dicho acto procesal en otro acto procesal útil y lícito, 

demostrando su eventual aptitud para cumplir el fin 

al que se hallaba destinado, esto es, a obtener un pro­

nunciamiento judicial válido y con alcance de cos<1 

juzgada. La Cámara sostuvo, además, que la posible 

nulidad -advirtamos que ha dejado de consid!:'• dr ,_,. 

acto como inexistente, para tratarlo como nulo- " · 

quedado convalidada, ya que el demand~ ' , . ;· 
• vicio, por incidente, luego de contestada:.,~. ·:~rh .1, 

habiendo consentido, por lo demás, iu.> J.ecretos 

instructorios del juez" 102. 

La Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Luua. 

en el expediente N° 359-96, seguido por don Julián 

Palacín Fernández contra el Consejo D1strital de 

Miraflores, sobre "acción de amparo", participa de si­

milar criterio, cuando dice: "( ... ) no obstante que la 

demanda de fojas setenta no aparece firmada por el 

accionante don Julián Palacín Fernández, no es ima­

lido lo actuado, tanto porque ha habido convalidación 

con todos y cada uno de sus subsiguientes escritos 

cuanto porque su invariable conducta procesal, enca­

minada a hacer prosperar su acción de garantía, así lo 

confirma, toda vez que ese acto procesal, a pesar de la 

indicada deficiencia, ha logrado la finalidad para la 

que estaba destinado, de acuerdo a la previsión que 
• contiene el Artículo ciento setentidós del Código Pro-

cesal Civil, de aplicación supletoria, por mandato del 

Artículo treintitrés de la Ley número veinticinco mil 

loo Cfr CAROCCA PÉREZ. Alex Op. Cit, p. 400. 
101 "Un escrito sin firma es la nada jurídica, siendo éste un claro ejemplo de inexistencia". (Sala F de la Cámara Na~ional Civil de A19entina, 

13/10/80. En "E! Derecho", l 92, p. 575; y, "jurisprudencia Argentina", 1981 -IV, síntesis. (Citados por RODRIGUEZ, Luis. Op. Cit., p. 
58) 

102 GIOVANNONI, Adrio "Los vicios formales en la realización del acto procesal". En: Estudios de Nulidades Procesales. Op. Cit, p. 80. 



trescientos noventiocho, tanto más cuanto que el de­

mandado, Consejo Distrital de Miraflores, no ha recla­

mado al respecto, en ninguna forma, ni oportuna­

mente, de modo que debe estarse a lo normado en el 

tercer párrafo del propio numeral ciento setentidós 

citado y en los Artículos ciento setenticuatro y ciento 

setentiséis del acotado ordenamiento procesal"103 

(sic). 

Aunque en la judicatura argentina, también, hemos 

encontrado sentencias contradictorias104, a la luz de 

los principios que rigen las nulidades procesales, las 

ejecutorias comentadas están arregladas a derecho. 

"Si decimos que la firma es la manifestación de vo­

luntad del sujeto, y si ese sujeto, a través de los actos 

procesales posteriores, manifiesta su voluntad del 
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acto, y si la parte contraria no ha planteado la cuestión 

oportunamente, nos encontramos en primer lugar con 

que existe una manifestación de voluntad, en segundo 

lugar que el acto ha sido convalidado -principio de 

convalidación de las nulidades- y en tercer lugar que 

el acto no ha deparado un daño -principio de trascen­

dencia"105. 

Así, un acto considerado típicamente como inexisten­

te terminó produciendo efectos y, lo que es más im­

portante, fue convalidado. Esta es la contradictio in 

adiecto de la que hablábamos líneas atrás, la cual su­

mada a la desaparición de las razones que fundamen­

taron la teoría de la inexistencia, determinan nuestra 

discrepancia con quienes todavía justifican su empleo, 

en especial con los peruanosl06_ D06 • 

103 Véase: Diario Oficial "El Peruano"", jurisprudencia, viernes 27 de Diciembre de 1996, p. 2675. 
104 La Sala C de la Cámara Nacional Civil expuso que la firma de las partes a de sus representantes en las escritas judiciales reviste condición 

esencial para la existencia del acto. En igual sentido se pronunciaron la Cámara Nacional Comercial, Sala A; y, la Cámara de Apelaciones 
Mercedes, Sala 11, indicándose, asimismo, que la ratificación eventual no tiene electo retroactivo. (Véase. RODRIGUEZ, Luis. Op. Cit., pp. 57 
- 58). La Corte Suprema de la Nación, en una sentencia transcrita en "Fallos", T. 246, p. 249; y, la Sala 1 ro. de la Cámara de Apelación 
en lo Civil y Comercial de la Ciudad de Rosario, participan de similar criterio. iCI. GIOVANNONI, Ad¡io. Op. Cit., pp. 78 · 79) 

105 GIOVANNONI, Adrio. Op. Cit., p. 80. 
106 Cfr. TICONA POSTIGO, Víctor. Op. Cit., pp 301 - 304; e, HINOSTROZA MINGUEZ, Alberto. Op. Cit., p. 50. 
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